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DEFENSORÍA DEL PUEBLO 


Derechos humanos, para vivir en paz 


RESOLUCIÓN DEFENSORIAL No. 058_ 


DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN DE ACCESO Y TENENCIA 
DE LA TIERRA EN EL DEPARTAMENTO DE CÓRDOBA 
Bogotá D.C, diciembre 29 de 2010 


VISTOS: 


La disputa por el control del territorio constituye la principal razón para 

que la población civil continúe siendo despojada de sus tierras. Esta 
disputa se debe a los intereses por la apropiación de la riqueza del suelo, 
sus recursos naturales, los beneficios económicos y demás ventajas 
estratégicas que éste pueda suministrar, a los grupos armados ilegales y, 
principalmente, a los grupos post desmovilización de las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC) y a otros intereses nacionales y transnacionales. 
Esta situación ha generado violaciones a los derechos humanos e 
infracciones al derecho internacional humanitario (DIH), tales como: 
homicidios selectivos y de configuración múltiple, amenazas, accidentes 
por minas antipersonal y municiones abandonadas sin estallar, 
desapariciones forzadas, reclutamiento y utilización ilícita de niños y 
adolescentes, desplazamiento forzado, estigmatización de la población 
civil, atentados contra los derechos colectivos de los pueblos indígenas 
(embera katío y zenú), y la interposición de la población civil en 
enfrentamientos armados, que ponen en alto riesgo a la comunidad 
residente en Córdoba. 


La Defensoría del Pueblo tuvo conocimiento de diferentes peticiones, 
actuaciones y pronunciamientos, tanto de organizaciones de la sociedad 
civil como de autoridades administrativas y judiciales, respecto de la 
tenencia, ocupación, uso, acceso y propiedad de la tierra en varias 
regiones del departamento de Córdoba. 


La Defensoría del Pueblo, a través de la atención especializada, ha 
comprobado la inexistencia de una política pública en materia de tierras y 
prevención que sea efectiva y eficaz, que permita el acceso progresivo a 
los medios de producción; el desarrollo de proyectos productivos 
sostenibles y la estabilización socioeconómica dirigida a la población 
vulnerable que ha sido víctima de la violencia en esta región del país. 


La Defensoría del Pueblo confirma que el ejercicio y la restitución de los 
derechos requieren acciones de acompañamiento y fortalecimiento 
dirigidas a las comunidades, que permitan tanto garantizar el goce efectivo 


de los derechos económicos, sociales, y culturales (DESC), el acceso a la 
justicia, la reparación, como evitar la repetición de estas vulneraciones a 
los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. 


CONSIDERANDO: 


Primero. LA COMPETENCIA DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO. 


1. Es competencia de la Defensoría del Pueblo velar por el ejercicio y vigencia 
de los derechos humanos, de conformidad con el artículo 282 de la Constitución 
Política. 


2. Le corresponde al Defensor del Pueblo hacer las recomendaciones y 
observaciones a las autoridades y a los particulares en caso de amenaza O 
violación a los derechos humanos, de acuerdo con el artículo 9, ordinal tercero, 
de la Ley 24 de 1992. 


3. Es prerrogativa del Defensor del Pueblo apremiar a la comunidad en 
general y a las organizaciones privadas para que se abstengan de desconocer los 
derechos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9, ordinal quinto, de la Ley 
24 de 1992. 


4. Le compete al Defensor del Pueblo rendir informes periódicos sobre el 
resultado de sus investigaciones y denunciar públicamente el desconocimiento de 
los derechos humanos, según lo prescrito en el artículo 9, ordinal vigésimo 
segundo, de la Ley 24 de 1992. 


Segundo. LA ACCIÓN DEFENSORIAL. 


1. La intervención y el acompañamiento de la Defensoría de Pueblo ha sido 
permanente, con el propósito de garantizar la efectividad de los derechos 
fundamentales de los pueblos indígenas (embera katío y zenú) y comunidades 
campesinas, a través de misiones humanitarias, reuniones interinstitucionales, 
requerimientos a las autoridades, informes de riesgo y notas de seguimiento, 
resoluciones defensoriales y comunicados de prensa, entre otras acciones de 
carácter preventivo y de protección. 


2. Tanto en la Resolución Defensorial no. 038, referente al estado social y 
ambiental de la cuenca media y baja del río Sinú, como en los informes de 
seguimiento, se pudo establecer que, además de la construcción y operación de 
la central eléctrica, en el departamento históricamente se vienen presentando 
acciones que atentan contra la estabilidad y conservación de los ecosistemas y el 
uso y acceso a la tierra, que afectan de forma directa a los habitantes menos 
favorecidos del departamento. 


3. La Defensoría del Pueblo, a través de su Sistema de Alertas Tempranas (SAT), 
ha emitido un sinnúmero de informes de riesgo y notas de seguimiento desde 
2001 que advierten acerca de los riesgos a los que está expuesta la población 
civil como consecuencia de las acciones violentas de los grupos armados ilegales 
que operaron y operan en Córdoba hasta la fecha, y ha recomendado a las 
autoridades del nivel local y nacional para que se tomen las medidas preventivas 
y de protección, de acuerdo con las competencias institucionales. Durante 2009 y 
en lo que va de 2010, se expidieron los siguientes documentos de advertencia: 


Informe de Riesgo de Inminencia!* n* 013-09, para la población del municipio San 
Pelayo; Informe de Riesgo de Inminencia n* 019-09, para la población del 
municipio de Valencia; Informe de Riesgo n* 022-09 para Tierralta; Informe de 
Riesgo de Inminencia n* 027-09 para la población del municipio de Santa Cruz de 
Lorica; Nota de Seguimiento n* 012-09 al Informe de Riesgo n* 006-06 para los 
municipios de Puerto Libertador y Montelíbano; Informe de Riesgo de Inminencia 
009-10 para Buenavista; Informe de Riesgo n* 011-10 para Lorica, Moñitos, San 
Antero y San Bernardo del Viento; Informe de Riesgo de inminencia n * 012-10 
para el municipio La Apartada; Nota de Seguimiento n* 009-10 al Informe de 
Riesgo n% 006-06 Montelíbano y Puerto Libertador; Nota de Seguimiento n* 018- 
10 al Informe de Riesgo n* 022-09 para Tierralta. 


4. En el último informe defensorial de seguimiento a la citada resolución, de 
octubre de 2009, se mencionó el caso del predio Las Arepas, donde se pretendía 
desalojar a las comunidades campesinas asentadas allí desde mucho tiempo 
atrás, en virtud de un contrato de comodato suscrito con el extinto Incora. 


5. En diciembre de 2009, la Defensoría del Pueblo convocó la Audiencia de 
Víctimas donde varias comunidades solicitaron a esta institución abordar la 
problemática de tierras que afecta a estos grupos poblacionales. 


6. La Defensoría del Pueblo apoya la protección de las tierras de la población en 
desplazamiento forzado, con el propósito de que estas no sean usurpadas por 
terceros. Así mismo, requiere a las autoridades competentes la protección de 
líderes que, por su labor en defensa y protección de dichas tierras están siendo 
amenazados. 


Tercero. LA SITUACIÓN GENERAL. 


Le Históricamente, el departamento de Córdoba se ha caracterizado por la 
existencia de grandes extensiones de tierra en manos de pequeños círculos, y 
una gran masa campesina arrendataria y de jornaleros de las tierras rurales, 
lo que ha limitado el acceso a los medios de producción a esta gran mayoría 
de la población que presenta elevados porcentajes de necesidades básicas 
insatisfechas (NBI) (el 53.53% de los hogares posee NBI y el 23.91% de los 
hogares se encuentran en situación de miseria). Hay monopolio de la tierra, 
desarrollo empresarial incipiente y predominio de la economía agraria y la 
ganadería extensiva. 


pa La formación de grandes haciendas dedicadas a la ganadería en forma 
extensiva ha ocasionado graves problemas sociales por la concentración de la 
propiedad: el desplazamiento de la población campesina e indígena, el 
desempleo y el desabastecimiento de productos básicos de la canasta familiar 
y movimientos campesinos por la recuperación de la tierra. El programa de 
reforma agraria en el departamento no ha logrado superar el conflicto, a pesar 
de cerca de 47 años de ejecución (1963 a 2010) y de contar con dos (2) 
regionales del Incora en Córdoba (La Doctrina - Proyecto Córdoba NY“ 1 y 
Montería - Proyecto Córdoba NY 2). 


2 Los informes de riesgo de Inminencia se emiten por la gravedad y la alta probabilidad de concreción del riesgo con el objeto de que las 
autoridades adopten las medidas requeridas y ajustadas a la particularidad del riesgo identificado. El Informe de Inminencia se tramita de 
forma excepcional y su emisión debe obedecer a los parámetros y criterios establecidos por el Sistema. El texto de este informe es 
abreviado y en él se evalúan las circunstancias de tiempo, modo y lugar; las dinámicas de los actores; las características de la comunidad; 
los indicios y hechos generadores del riesgo, señalando las recomendaciones según el mandato y la competencia de la autoridad 
concernida. Por tratarse de amenazas con alta posibilidad de ocurrencia y que requieren una atención prioritaria, sus destinatarios son las 
autoridades pertenecientes a la fuerza pública y las autoridades civiles de la región o localidad (Defensoría del Pueblo, Revista Población 
Civil, No.4, página 31, febrero 2006). 


3. 


En la Resolución Defensorial 038, referente al estado social y ambiental de la 
cuenca media y baja del río Sinú, se mencionó que en 1970, un 4% de la 
población poseía el 86% de la tierra en el departamento; que el 96% de las 
tierras estaban dedicadas a la ganadería, y que en los minifundios se hacía 
sobrexplotación de las tierras. Actualmente, la concentración de la tierra se 
mantiene en la margen izquierda del río, pues el 12% de la población posee el 
80% de la tierra”. 


Los grupos armados ilegales, principalmente grupos paramilitares, incidieron 
en las administraciones departamentales y municipales, tal y como se ha 
comprobado recientemente en los casos de la parapolítica”. 


La lucha por el control del territorio ha sido una constante en el departamento 
de Córdoba por las ventajas estratégicas que este representa para los 
intereses económicos, políticos y militares de los grupos armados ilegales, lo 
cual ha ocasionado la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a 
la libertad y a la integridad personal de la población civil. 


La disputa histórica por el control del territorio se ha dado en Córdoba por 
parte de los grupos armados ilegales, tales como guerrillas (Farc- Ep: Frente 
5, Frente 58 y Frente 18) y Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) (Bloque 
Elmer Cárdenas, Bloque Héroes de Tolová, Bloque Córdoba y Bloque Sinú). 
Los actores armados ilegales en Córdoba son actualmente los grupos post 
desmovilización de las AUC ("Aguilas Negras”, 'Los Paísas', 'Los Rastrojos” y 
“Los Urabeños”), y las Farc — Ep (Frente 5, Frente 18 y Frente 58). 


Tras la desmovilización de los grupos de autodefensa durante el 2005, que 
impusieron un férreo control social, económico y político en la zona, los 
niveles de violencia no han disminuido y, por el contrario, se configura una 
nueva etapa del conflicto armado caracterizada por la reconfiguración de 
nuevos grupos armados ilegales post desmovilización de las AUC, que siguen 
respondiendo a los intereses de quienes pretenden mantener el control del 
territorio y los corredores de movilidad para el desarrollo de sus actividades 
ilícitas, como el narcotráfico. 


Grupos armados ¡legales y personas naturales emplean diferentes 
modalidades para despojar de la tierra a campesinos e indígenas, que en 
algunas oportunidades incluyen acciones violentas, engaños, instrumentos 
jurídicos y administrativos y desplazamiento forzado. 


Actualmente, se presentan amenazas contra los líderes sociales (hombres y 
mujeres), sindicales, de población en situación de desplazamiento, personas 
pertenecientes a las iglesias Católica y Protestante, abogados que representan 
a las víctimas de los grupos de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), 
las víctimas de los grupos de las AUC y, en general, contra aquellas personas 
que se encuentran impulsando, reivindicando y exigiendo la reparación de los 
derechos a la propiedad sobre la tierra y a todos aquellos contemplados en el 
marco de la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005). 


? Datos extractados del perfil del proyecto Montería - Lorica. Distrito de riego. Incoder. 2004 

3 De acuerdo con la información obtenida por la Fiscalía General de la Nación acerca de los procesos de 
parapolítica en el departamento de Córdoba, se concluyó que ocho alcaldes, cinco excongresistas y tres 
funcionarios públicos han sido investigados por sus presuntos nexos con grupos paramilitares. 


Cuarto. LOS HECHOS Y LAS PRUEBAS. 
A. Generalidades sobre el departamento de Córdoba. 


El departamento de Córdoba tiene una extensión de 25.020 kilómetros cuadrados 
y, según el censo de 2005, su población es de 1.131.785 habitantes. La mayor 
parte de su territorio se encuentra situado sobre la inmensa llanura del Caribe, 
dentro del cual están los valles formados por los ríos Sinú y San Jorge; otra parte 
es montañosa y está formada por ramificaciones de la cordillera occidental, que 
se desprenden en el nudo de Paramillo, entre las cuales se destacan las 
serranías de San Jerónimo, de Ayapel y de Abibe. 


La zona plana representa aproximadamente el 60% de la superficie total del 
departamento y hace parte de la gran llanura del Caribe. Esta zona posee 
elevaciones que no superan los 100 msnm y alberga los valles aluviales de los 
ríos Sinú, San Jorge y el área costera. La mayor parte de los municipios están en 
esta zona, donde la actividad agroeconómica es intensa. 


La zona montañosa la constituyen ramificaciones de la cordillera occidental. 
Cuando el sistema andino llega al Nudo del Paramillo se trifurca y penetra al 
departamento, así: por el occidente la serranía del Abibe, que más al norte se 
bifurca y toma los nombres de El Águila y Las Palomas. Por el centro, la serranía 
de San Jerónimo y por el oriente la serranía de Ayapel. 


Políticamente, el departamento de Córdoba está dividido en 30 municipios: cinco 
en la zona costanera, 15 en la zona o cuenca del Sinú, y nueve en la del San 
Jorge. Hay aproximadamente 260 corregimientos, 210 caseríos y cinco 
inspecciones de policía. Fue creado mediante la ley 94 del 8 de diciembre de 1951 
que lo segrego del departamento de Bolívar. 


La economía del departamento está basada en los sectores agrícola y pecuario; 
así mismo se han desarrollado actividades importantes en la minería: el oro en 
Ayapel, que en la mayoría de los casos se explota de forma ilegal; Cerro Matoso, 
que explota ferroníquel, y es uno de los proyectos mineros más rentables para el 
país. También hay importantes explotaciones de carbón en el sur. 


Córdoba es el departamento que cuenta con el mayor número de cabezas de 
ganado en el país. Sus cultivos más importantes son coco, sorgo, maíz, plátano, 
yuca y algodón. La piscicultura es otra actividad de relativa importancia, facilitada 
por la existencia de los ríos Sinú y San Jorge y un gran número de ciénagas. 


En la actualidad habitan en el departamento las comunidades indígenas embera 
katío y zenú, colonos, campesinos y pescadores. Los embera katío se encuentran 
en la parte alta del Nudo de Paramillo, entre los ríos Esmeralda, Verde y Sinú; 
son aproximadamente 2.500 personas de 438 familias, reunidas en 19 
comunidades, inicialmente agrupados en dos resguardos: Kargabí e Iwagadó, 
actualmente en un gran resguardo de la etnia embera katío. Este pueblo indígena 
tiene su territorio traslapado con una porción muy importante del parque 
Paramillo. Han sido muy afectados por el proyecto Urrá. 


Los zenú se distribuyeron en torno a los tres grandes ríos de su territorio, en un 
sistema político-organizacional que se tradujo en lo que se llamó Finzenú (río 
Sinú), Panzenú (río San Jorge) epicentro de actividades agrícolas con grandes 
sistemas de riego, y Zenufana (bajo Cauca y Nechí) que fue abastecimiento de 
minerales. Hoy se ubican en la subregión del Alto San Jorge, cuenca media y baja 
del río Sinú y comprenden 56 cabildos menores que agrupan más de 150 
comunidades con 52.240 indígenas, en un área de 12.900 ha. El resguardo 


comprende la Ciénaga Grande de Lorica, parte de la Ciénaga de Chimá y la mitad 
del área de la Ciénaga de Oro. 


En la parte alta de la cuenca del río Sinú, principalmente el parque nacional 
natural (PNN) Paramillo, se han asentado grupos de colonizadores provenientes 
de Antioquia y de la Costa Atlántica, agrupados en caseríos o esparcidos por las 
quebradas. En la parte alta, un sector de la población campesina se dedica a la 
explotación aurífera, como complemento de la agricultura, el jornaleo y la pesca. 


Los pescadores y campesinos del departamento se ubican a lo largo de todos los 
cuerpos de agua, ríos y ciénagas, y de la zona litoral. La pesca y la siembra de 
cultivos de pancoger son vitales para la subsistencia de estas comunidades, que 
tienen dificultades para acceder a la tierra; por lo tanto, sus condiciones 
socioeconómicas presentan muchas deficiencias: habitan en tradicionales casas 
de bahareque y palma, no poseen títulos de propiedad sobre la tierra y no tienen 
acceso a eficientes servicios de salud y educación. Además, las oportunidades de 
empleo en la región son escasas”. 


La concentración de la tierra en pocas manos y su dedicación a la ganadería 
extensiva han sido causa de conflicto y pobreza para miles de campesinos e 
indígenas del departamento, ya que esta clase de explotación emplea poca mano 
de obra, no paga el salario mínimo legal ni reconoce prestaciones sociales, 
declara avalúos catastrales infimos y, como consecuencia de ello, paga impuestos 
mínimos y ocupa suelos aptos para agricultura. Lo anterior ha llevado a un 
conflicto social y armado, al incremento de las calamidades naturales, a crisis 
periódicas del sector agropecuario, al abandono del campo y al sometimiento 
histórico de la población rural. 


B. Proceso de territorialización y efectos en el departamento. 


La concentración de la tierra se propició por las concesiones de tierras conocidas 
como 'mercedes”, que no eran otra cosa que el pago que hacía la corona española 
a los grandes generales por los servicios prestados durante la época de la Colonia 
en nuestro territorio. De allí nacieron propiedades como la de Uré, localizada 
entre la quebrada de Can, el río San Jorge y la quebrada de San Pedro, que tenía 
aproximadamente 213.000 hectáreas, donde tuvo lugar la explotación de minas 
de oro y cobre, con el fin de invertir las ganancias en la formación de nuevas 
haciendas, con la utilización de la mano de obra de indígenas y esclavos traídos 
del África. Esta práctica contó con la anuencia de la iglesia católica, que impuso 
contribuciones económicas a los propietarios, que debían pagar a perpetuidad 
grandes sumas de dinero por los servicios religiosos, lo que, a la postre, implicó 
que la Iglesia se convirtiera en latifundista ante el no pago de las mismas, con la 
consecuente intervención del Estado para expropiar las tierras ociosas de la 
Iglesia e incorporarlas a la economía nacional, al considerarlas como capitales de 
“manos muertas.. 


Históricamente, las intervenciones llevadas a cabo en el departamento se 
incrementaron a partir de la segunda década del siglo XX con la creación de la 
Colonia Penal en el Alto Sinú y el auge de las actividades extractivas (cedro y 
caoba) por empresas de capital extranjero en el periodo 1930 - 1950. Luego 
“aparecieron los grupos armados, que hacia los años sesenta hacen un 
reordenamiento agrario, seguido luego de las políticas de desecación de 
humedales propiciadas desde la Presidencia de Lleras (nacen los distritos de riego 


* Defensoría del Pueblo. Resolución Defensorial no. 038 de 2004. 


y de drenaje y se titulan estas importantes áreas). Lo anterior propicia en los 
años setenta la concentración de la tierra en el valle del Sinú””. 


Dentro de la dinámica de recuperación de tierras, es del caso mencionar las 
invasiones llevadas a cabo por el campesinado en los municipios de Montería 
(Caño viejo- Palotal, San Isidro, Nuevo Paraíso, El Cerrito, La Antioqueña, El 
Broche, Juana Julia, Urbano de Castro, Mundo Nuevo, Tres palmas, La Floresta, 
La Pozona, Bocas de Betancí, Dos Bocas, Morindó, Santafé y Leticia), Cereté (La 
Esmeralda, Chuchurubí, Campanito, Gran China, Wilches y Corralito), Cotorra 
(San Pablo Trementino y Ciénaga Grande), Purísima (Los Corrales), Ciénaga de 
Oro (Berástegui), Canalete (Tierra Negra, Viejo Loco y Bola de Hilo), Ayapel 
(Corinto y Las Catas), San Carlos (La Coroza) y Lorica (Ciénaga Grande). Estos 
movimientos trajeron como consecuencia, además de la encarcelación de muchos 
dirigentes y militantes de las organizaciones, la intervención del INCORA, que 
culminó con la compra de 72 fincas con una extensión aproximada de 18.935 
hectáreas, lo que permitió el asentamiento de 1.394 familias campesinas sin 
tierra. 


En 1982, el INCORA declaró como baldíos a los humedales, lo cual desencadenó 
un incremento de las intervenciones sobre estos cuerpos de agua. Varios años 
después, primero la CVS y luego el Ministerio del Medio Ambiente le advirtieron al 
INCORA sobre intervenciones irregulares y adjudicaciones en las ciénagas de 
Córdoba (Martinica y Lorica). En el año 2000, los pescadores alertaron sobre las 
afectaciones de las ciénagas del bajo Sinú (desecación de cuerpos de agua por la 
construcción de canales de drenaje, diques, jarillones y terraplenes, invasión de 
playones de la Ciénaga Grande, cercado e interrupción del paso, pérdida del 
caudal de los caños internos de la ciénaga, merma del caudal de entrada a la 
Ciénaga Grande, taponamiento de caños*). La Defensoría del Pueblo ha podido 
constatar algunas de estas intervenciones. 


C. Amenaza al acceso y la tenencia de la tierra. 


Como ha sido señalado, la tenencia de la tierra en el departamento de Córdoba 
se ha caracterizado por la concentración de grandes extensiones en pocas manos 
debido a que los campesinos, indígenas, pescadores y otros grupos poblacionales 
vulnerables, que han habitado la región por muchos años, han carecido de títulos 
que les permitan legalizar la tenencia. 


Las formas como los grupos poblacionales menos favorecidos han accedido a la 
tierra en este departamento se ha dado de la siguiente manera: 
e Invasión de fincas, indebidamente explotadas o no, para incentivar la 
intervención del Incora y solucionar el problema de tierras. 
e Desecación de ciénagas, de forma natural o inducida por terratenientes, y 
posterior invasión por parte de campesinos”. 
e Otorgamiento y legalización de predios por parte del Incora, la mayoría de 
las veces sin posterior apoyo jurídico y económico. 
e Ocupación (colonización) de la zona de Paramillo, hoy parque nacional 
natural, con muchos colonos llegados años antes de la creación del parque. 


3 Defensoría del Pueblo. Resolución Defensorial no. 038 de 2004. 
$ Defensoría del Pueblo. Resolución Defensorial no. 038 de 2004. 

El Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander Von Humboldt —IVH relacionó las funciones que 
cumplen los humedales, particularmente las siguientes: (1) atenuar las perturbaciones que tienen origen en 
lugares periféricos de la zona protegida y ser sitio para el desarrollo de actividades compatibles con la 
conservación y protección de la vida silvestre; (2) retener el óxido de carbono, de importancia especial dentro 
del marco de la Convención Internacional de Cambio Climático, lo cual podría representar para el país una 
fuente de ingresos internacionales como compensación de otros países por el servicio prestado por estos 
ambientes como sumideros de carbono, y (3) proveer hábitat a especies endémicas, que constituyen un 
patrimonio de los colombianos y del mundo y son responsabilidad de la nación en cuanto a su conservación a 
largo plazo. 


e Entrega de predios por el Incora e Incoder, pero sin legalizar los títulos 
(caso de Tierradentro en Montelibano). 

e Invasión de predios otorgados por el Incora donde los beneficiarios iniciales 
no ejercieron actos de señor y dueño (caso del predio El Quindío). 

e Compra de predios por el Incora para desplazados, que no se entregaron y 
actualmente los ocupan desmovilizados (caso Usaquén, vereda Bijagual en 
Montería). 


Los vacíos legales en la tenencia de la tierra han facilitado la apropiación y 
desalojo de los campesinos e indígenas por parte de actores armados al margen 
de la ley, grandes propietarios y sectores económicos que explotan los recursos 
naturales existentes en la región. Además de las siete tipologías de despojo de la 
tierra definidas por Conret?, la Defensoría del Pueblo encontró en este 
departamento: 


e. Desalojo de campesinos por parte de las antiguas Autodefensas Unidas de 
Colombia - AUC, algunas veces mediante quema de sus viviendas (caso de 
la finca Costa de Oro en Tierralta). 

e Desplazamientos causados por la llamada 'Casa Castaño”, que se apoderó 
de los predios y puso allí “gente de ellos', pero a quienes luego Mancuso les 
ordenó salir para introducir gente suya (caso de la finca Costa de Oro en 
Tierralta). 

e Tierras entregadas por el Gobierno a campesinos que fueron compradas 
por las antiguas Autodefensas Unidas de Colombia - AUC, bajo amenaza, 
compras forzadas o bajo presión (por ejemplo, la finca El Tronco en 
Tierralta). 

e Asesinatos de personas y masacres que obligaron a sus familias a vender y 
que también causaron desplazamiento de comunidades enteras (caso del 
predio Montercarlo en Abibe, y la región del Manso en Paramillo). 

e Las FARC desplazaron de la parte alta del Sinú a varias familias (predios 
Simón, Palestina y La Gloria). 

e En varios sitios estratégicos para los diferentes actores armados ilegales, 
las comunidades asentadas y que no se han desplazado son objeto de 
amenaza constante (predio Pica Pica en Montelíbano). Otras comunidades 
han salido por miedo a las constantes amenazas (Caso de El Palmar en el 
alto San Jorge). 

e Algunos campesinos beneficiados por el Incora han vendido a una o varias 
personas las tierras adjudicadas (caso del predio Santa Helena, 
corregimiento La Rica, Puerto Libertador), con Concentración de Unidades 
Agrícolas Familiares (UAF). 

e Familias beneficiarias de tierras por parte del Incora que no pudieron 
establecerse por razones de seguridad, ya que eran señaladas de ser 
colaboradoras de actores armados (caso de algunas familias del predio El 
Quindío). 

e Asesinato de líderes, hombres o mujeres, de las comunidades que han 
abogado por la recuperación y acceso a las tierras por parte de los 
campesinos (casos de Yolanda Izquierdo en el 2007 y Ana Isabel Gómez en 
el 2009”. 


$ Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Consultas en Recuperación de Tierras - (Conret) 2008. Las siete 
tipologías definidas son: desplazamiento de propietarios, transferencia forzada de dominio, ventas falsas, 
desplazamiento de poseedores y ocupantes, informalidad de la propiedad y el tipo “varios”. 

? La líder Yolanda Izquierdo era desplazada que trabajaba por las víctimas de la violencia en la margen izquierda 
del río Sinú, en la zona urbana de Montería. Ana Isabel Gómez Pérez fue asesinada el 14 de abril del 2009 en el 
sitio conocido como El Minuto, zona rural del municipio de Los Córdobas. Ella lideraba un grupo de 148 familias 
desplazadas que reclamaban tierras en la zona en donde hasta el 2004 mandó Freddy Rendón Herrera, alias 'El 
Alemán'. El Meridiano de Córdoba, 17 de Abril de 2009. También el caso de María Zabala, ganadora del premio a 
Mujer Cafam en el 2004, cuyo esposo e hijo fueron asesinados y su finca de 80 hectáreas despojada. Ella fue 
víctima de un atentado. 


Embargos y desalojo mediante procesos ejecutivos por parte del Incoder 
(caso del predio El Quindío). 

Compra ilimitada de las tierras de la población desplazada por parte de una 
sola persona (se ha mencionado el caso de la señora Paternina, en 
Montelíbano, que está comprando predios a los desplazados). 

Indígenas amenazados o asesinados y desplazamiento de la comunidad 
(resguardo Quebrada Cañaveral). 

Proyectos de infraestructura y explotación de recursos naturales, que 
afectan los territorios indígenas, desmejoran su calidad de vida y ponen en 
riesgo su seguridad alimentaria (caso de la hidroeléctrica de Urrá, 
Cerromatoso, explotación de carbón). 

Entrega de parcelas en un mismo predio a desplazados y desmovilizados, 
lo cual genera riesgo a toda la comunidad (caso del predio Las Catas en 
Ayapel). 

Desplazamiento por enfrentamiento entre los diferentes grupos armados en 
los territorios en donde ejercen control (esta situación se está presentando 
en algunas veredas de Tierralta, Montelíbano, Uré y Puerto Libertador, en 
la zona de Paramillo). 

Cumplimiento de los plazos de los contratos de comodatos para la 
explotación de predios de la nación, sin que el Incoder los haya renovado 
y sin que tampoco se hayan entregado los predios a la Comisión Nacional 
de Reparación y Reconciliación (CNRR) (caso del predio Sitio Nuevo). 
Acciones del Gobierno para controlar la presencia de grupos ilegales y la 
ejecución de la política de erradicación de los cultivos de uso ilícito - 
fumigación y erradicación manual. 

Falta de reconocimiento de la condición indígena del pueblo zenú, para 
aquellos miembros de la comunidad que se encuentran residiendo fuera del 
resguardo de San Andrés de Sotavento, lo cual ha implicado a que 
actualmente los diferentes cabildos indígenas zenú no posean tierra, no 
cuenten con medios para trabajar y padezcan una crisis alimentaria, 
(Planeta Rica, La Apartada). Actualmente, los grupos armados ilegales post 
desmovilización de las AUC no permiten que los indígenas que trabajaban 
en la fincas puedan continuar haciéndolo, pues restringen su entrada. 
Asimismo, han impedido en varias ocasiones que los indígenas puedan 
pescar. 


Así mismo, la Defensoría del Pueblo ha encontrado en el departamento una serie 
de situaciones que mantienen la incertidumbre de los pobladores para acceder a 
sus predios o a los que pretenden acceder. Para citar algunos casos: 


Algunos predios fueron devueltos por los grupos de las antiguas 
Autodefensas Unidas de Colombia - AUC desmovilizadas y luego se 
entregaron a familias desplazadas, pero actualmente son nuevamente 
amenazadas o desplazadas por los grupos que operan en el departamento. 
Fincas que el Incora había entregado a campesinos pasaron a manos de 
paramilitares. Luego de la desmovilización fueron entregadas y volvieron a 
los propietarios originales, pero nuevamente son amenazados. 

La Fundación para la Paz de Córdoba (FUNPAZCOR) entregó fincas, que se 
dice pertenecían a reconocidos líderes paramilitares, a campesinos que han 
venido vendiendo la posesión y las mejoras. Otras veces, Funpazcor 
compró fincas y las dio a campesinos que actualmente también son objeto 
de amenazas. De acuerdo con la información obtenida, la Fundación nunca 
entregó títulos de propiedad. Algunas fuentes indican que Funpazcor 
redistribuyó las fincas a supuestos testaferros de paramilitares. 

En consecuencia, se dice que hay fincas reconocidas como de los 
paramilitares que están ocupadas por testaferros (finca Nuevo Horizonte 
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en Montería) y otras por familiares de jefes paramilitares (caso Finca Las 
Nubes en Arboletes)?*. 

e Se han invadido algunos predios que supuestamente pertenecían a los 
antiguos grupos paramilitares y que no fueron devueltos para reparación 
(caso de parte de la finca Nuevo Horizonte en Montería). 

e Predios entregados por paramilitares desmovilizados y que antes ocupaban 
campesinos que fueron obligados a desplazarse o a vender sus bienes muy 
baratos y que, por lo tanto, nunca fueron objeto de protección de tierras. 

e Procesos ejecutivos contra muchas familias que fueron beneficiadas por el 
Incora con un subsidio equivalente al 70% del valor del predio y que 
adeudan el 30% restante. Estas nunca recibieron apoyo para proyectos 
productivos (caso de los Predios Buenos Aires en Tierralta, Duda de los 
Llanos, Nuevo Horizonte y El Tomate). 

e En la región de Paramillo, en predios de personas desplazadas, 
actualmente en poder de grupos guerrilleros, se ha sembrado coca (varios 
predios en la región de El Manso y el corregimiento de La Florida). 

e Algunos predios donde la gente fue desplazada en más de una oportunidad 
y donde no se ha podido retornar, están abandonados (caso del predio 
Murmullo Medio en el corregimiento de Batatas). 

e Las fumigaciones contra la coca han afectado los pocos proyectos 
productivos que patrocinaba Acción Social en la región (por ejemplo el 
programa RESA en la región del río Verde). 

e El minado que hacen los grupos armados al margen de la ley, 
especificamente la guerrilla de las Farc, imposibilita a las comunidades 
acceder a sus territorios y hacer uso de ellos. De acuerdo con el Programa 
Presidencial de Acción Integral contra Minas Antipersonal, durante el 2009 
se presentaron en Córdoba 19 eventos por minas antipersonal y 
municiones abandonadas sin estallar en Córdoba. 

e En algunas tierras devueltas y donde persisten las amenazas, los 
campesinos retornan parcialmente (no duermen en sus predios) o no lo 
hacen. 

e El INCODER a través de un acto administrativo de febrero de 2008 cumplió 
de manera formal con el proceso de saneamiento del resguardo indígena 
Embera Katío; sin embargo, hasta la fecha, terceros no indígenas ocupan 
de hecho varias de las zonas saneadas y de allí deforestan extensiones de 
bosques para la explotación de madera y siembra de hoja de coca. Este 
pueblo indígena solicita una salida concertada y pacífica, para que aquellas 
personas que se encuentran realizando estas labores, tengan alternativas 
productivas y de acceso a la tierra fuera del resguardo. 


D. Violaciones al derecho a la vida, a la libertad y a la integridad 
personal. 


Las acciones violentas contra la población civil son frecuentes y provienen 
principalmente de los diferentes grupos armados ilegales de guerrillas y grupos 
post desmovilización de las AUC que operan en la zona, que actúan como 
respuesta a los intereses de diferentes sectores de la región. Gran parte de los 
líderes; mujeres y hombres, campesinos e indígenas del departamento han sido 
objeto de las siguientes conductas vulneratorias: amenazas, homicidios selectivos 
y de configuración múltiple, interposición de la población civil en enfrentamientos 
armados, accidentes por minas antipersona y municiones abandonadas sin 
estallar y desplazamientos forzados. 


10 Hay casos como el de San Onofre (Sucre), donde los legítimos propietarios siguen figurando como dueños de 
la parcela, y sin embargo no es suya, pues 'vendieron' a bajo precio, obligados a figurar como 'testaferros' de su 
propia propiedad. 
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Así mismo, campesinos e indígenas que lideraron procesos de reclamación de 
tierras y la restitución de sus predios han tenido que desplazarse teniendo en 
cuenta las reiteradas amenazas y atentados contra su vida y, en algunos casos, 
han sido asesinados. También se registran múltiples desapariciones forzadas, con 
lo cual se merma la capacidad de organización y representatividad de las 
comunidades y las hace más vulnerables. Se ha denunciado la presencia activa 
de actores armados al margen de la ley en los colegios en Montería y otros 
lugares del departamento de Córdoba. 


De acuerdo con las cifras consolidadas por el Instituto de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses, durante el año 2008 se registraron 267 homicidios en 
Córdoba, mientras que en el año 2009 hubo 363, lo cual indica un incremento de 
96 homicidios durante el año anterior. Sin embargo, la cifra de homicidios que 
reporta el Observatorio del Delito, adscrito a la Secretaría del Interior y 
Participación Ciudadana del departamento, registra 532 homicidios durante el 
2009, en contraste con la cifra de Medicina Legal. 


Según la información suministrada por el Observatorio del Delito, de enero a 
agosto de 2010 se registraron 401 homicidios en Córdoba, cifra que supera la 
registrada en el mismo periodo de tiempo durante el 2009. 


TABLA DE HOMICIDIOS EN CORDOBA!* 
COMPARATIVO AÑOS 2009 Y 2010 


AÑO 
2009 2010 
MES 

ENERO 36 58 
FEBRERO 44 41 
MARZO 67 54 
ABRIL 67 56 
MAYO 46 52 
JUNIO 37 46 
JULIO 50 48 
AGOSTO 34 46 

Sub total 381 401 
SEPTIEMBRE 33 0 
OCTUBRE 32 0 
NOVIEMBRE 54 0 
DICIEMBRE 32 0 

Total 532 401 


TABLA DE HOMICIDIOS EN CÓRDOBA 
COMPARATIVO 2009 Y 2010 POR MUNICIPIOS 


MUNICIPIO 2009 31 agosto 2010 
AYAPEL 8 3 
BUENAVISTA 10 30 
CANALETE 1 1 
CERETE 24 16 
CHIMA 0 2 
CHINÚ 6 5 
CIÉNAGA DE ORO 7 3 
COTORRA 1 1 
LA APARTADA 12 34 
LORICA 52 21 
LOS CÓRDOBAS 5 1 
MOMIL 1 1 
MONTELÍBANO 46 57 
MONTERÍA 111 62 
MOÑITOS 8 8 
PLANETA RICA 55 43 


1 Observatorio del Delito Córdoba. Fuentes usadas: Policía Nacional, XI Brigada, CTI, Fiscalía, Secretaría de 
Salud Departamental. 
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PUEBLO NUEVO 15 16 
PUERTO ESCONDIDO 12 3 
PUERTO LIBERTADOR 21 21 
PURÍSIMA 3 2 
SAHAGÚN 18 10 
SAN ANDRÉS DE SOTAVENTO 1 1 
SAN ANTERO 28 7 
SAN BERNARDO DEL VIENTO 12 16 
SAN CARLOS 4 2 
SAN JOSÉ DE URE 6 3 
SAN PELAYO 24 4 
TIERRALTA 35 25 
TUCHIN 2 1 
VALENCIA 4 Z 
TOTAL 532 401 


El Registro Nacional de Desaparecidos reporta que del 1% de enero de 2007 al 12 
de febrero de 2010 se registraron 738 personas desaparecidas en Córdoba, de las 
cuales 87 fueron mujeres y 651 hombres. 


A continuación se citan algunos hechos violentos contra los líderes; hombres y 
mujeres, que por su labor de liderazgo en el marco de la restitución y defensa de 
sus tierras, han sido amenazados y asesinados: 


e Asesinato de Teófilo Vidal. 

El 16 de febrero de 2010, en el barrio La Cruz ubicado en la cabecera municipal 
de Valencia, fue asesinado este líder comunitario y veedor del partido liberal en 
este municipio por dos sujetos al parecer pertenecientes al grupo armado ilegal 
'Águilas Negras'. El señor Vidal estaba adelantando un proceso de reclamación de 
tierras a favor de los desplazados que tuvieron que salir de la región por 
amenazas de los grupos paramilitares. El líder había denunciado ante las 
autoridades las amenazas de las que venía siendo objeto, motivo por el cual le 
fue asignado un esquema de seguridad que no logró disuadir el atentado contra 
su vida. 


e Amenazas de muerte contra la señora Nora Villegas. 

El 4 de abril de 2009 la señora Nora Villegas, líder de población desplazada en el 
predio Nuevo Horizonte, corregimiento Las Palomas, municipio de Montería, fue 
amenazada de muerte nuevamente por presuntos miembros del grupo armado 
ilegal autodenominado 'Autodefensas Gaitanistas de Colombia'. La señora 
Villegas, quien cuenta con protección del Ministerio del Interior y de Justicia, se 
encuentra liderando un proceso ante el INCODER por el no pago de una deuda 
que afectaría a 20 familias, al parecer por el incumplimiento de esta entidad con 
la población desplazada residente en el predio. 


+ Asesinato del señor Jhon Jairo Martínez Videz. 

El 28 de junio de 2009 fue asesinado el líder comunitario y Presidente de la 
Asociación de Desplazados del corregimiento El Quindío, Jhon Jairo Martínez 
Videz, en la localidad El Quindío, ubicada en la vía que conduce desde Montería 
hacia Tierralta, jurisdicción del municipio de Montería. La víctima lideró un 
proceso de resistencia pacífica y denuncia por medio del cual logró en 2007 la 
reubicación de 15 familias que ocupaban el predio El Quindío, lo que le ocasionó 
reiteradas amenazas de muerte por parte de grupos post desmovilización de las 
AUC, autodenominados 'Aguilas Negras/. 


La población que reside actualmente en El Quindío es procedente de la vereda 
Murmullo Medio en el corregimiento de Batatas, municipio de Tierralta. En el año 
1996 fueron víctimas de desplazamiento forzado masivo, por los combates que se 
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realizaban en la zona entre grupos al margen de la ley y la fuerza pública, y 
fueron reubicados en el año de 1998 en parcelas del predio El Quindío. 


e Asesinato del señor Antonio Ramos Rosso. 

El 23 de julio de 2009 fue asesinado el líder de población desplazada, Antonio 
Ramos Rosso, en la vereda El Volador del corregimiento de Santa Fé de Ralito, 
municipio de Tierralta. La víctima lideraba desde 2007 el proceso de reclamación 
de más de 1.400 hectáreas de tierra que los grupos de Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), bajo el mando de Salvatore Mancuso, les arrebataron a 59 
parceleros del predio Costa de Oro ubicado en el corregimiento de Santa Fe de 
Ralito, municipio de Tierralta. 


e Amenazas de muerte contra la señora Amanda Hernández. 

Hacia finales de junio y principios de julio de 2009, la señora Amanda Hernández 
residente del predio El Quindío, ubicado en la jurisdicción del municipio de 
Montería, en la vía que conduce al municipio de Tierralta, fue amenazada tras la 
muerte del líder Jhon Jairo Martínez Vídez, presuntamente por grupos 
paramilitares autodenominados 'Aguilas Negras'. La señora Hernández fue 
obligada a desplazarse de El Quindío y tuvo que salir de Córdoba para proteger 
su vida y la de su familia. 


+ Atentado contra el presidente del Comité Civil de Víctimas de la Violencia 
en Córdoba (COMFAVIC). 

El 19 de octubre de 2009 el señor Mario Montes de Oca, abogado y representante 
legal de CONFAVIC, fue víctima de un atentado contra su vida e integridad física 
en la ciudad de Montería. El señor Montes de Oca representa cerca de 5000 
procesos de reclamación por desplazamiento forzado y usurpación de tierras, 
entre otras violaciones cometidas por los grupos paramilitares en los 
departamentos de Córdoba y Antioquia. 


+ Desaparición forzada del señor Azael Hernández. 

El 15 de junio de 2008, presuntos paramilitares rearmados, al parecer al mando 
de Rafael Benjamín Contreras, desaparecieron al señor Azael Hernández en 
cercanías de Batata, municipio de Tierralta. Testigos locales alegan que fue 
asesinado y tirado en las aguas de la represa hidroeléctrica Urrá. Días después, 
mientras buscaban su cuerpo, miembros de la familia se enteraron de que varios 
de sus nombres figuraban en un listado de objetivos militares de los mismos 
presuntos paramilitares rearmados. Como consecuencia, el día 24 de junio, 27 
familias se desplazaron de Murmullo Medio a la cabecera municipal de Tierralta. 
Para algunos, fue el tercer desplazamiento forzado por presuntos paramilitares 
desde el año 1996. Actualmente las familias, varias de las cuales se cree que 
están bajo amenaza, se encuentran viviendo en un colegio en condiciones 
inadecuadas. 


E. Desplazamiento forzado 


El desplazamiento forzado en el departamento se ha caracterizado en los últimos 
años por ser interno y de tipo colectivo, lo que lo ha convertido en un 
departamento expulsor - receptor. Córdoba es el 8% departamento más afectado 
por el desplazamiento forzado en el país: 4.761 personas fueron expulsadas en 
el año 2009, lo que representa el 4% (111.414 personas) del total de la 
población colombiana víctima del desplazamiento forzado en el año??. El 


12 Los principales departamentos expulsores fueron: Nariño (17.110 personas), Antioquia (14.101 personas), 
Cauca (9.013 personas), Tolima (8.354 personas), Caquetá (7.353 personas), Huila (5.519 personas), 
Putumayo (5.032 personas), Valle del Cauca (4.464 personas) y Chocó (4.408 personas). Fuente: Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. 
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departamento de Córdoba recibió 3.784 personas desplazadas forzadamente (3% 
de la población en esta situación en el país)?*”. 


Como resultado del agravamiento del conflicto armado, las comunidades y 
pueblos indígenas que habitan territorios del departamento se han visto 
afectados por su vinculación directa en la confrontación, lo que ha generado que 
en el año 2009 ocurrieran ocho (8) desplazamientos de carácter masivo. 


Los principales municipios expulsores del departamento en los años 2008-2009 
respectivamente, fueron: Valencia (3.476 - 1.134), que expulsó el 24% del total 
departamental; San Bernardo del Viento (4.454 - 1.017), que expulsó el 21%; 
Cereté (1.681 - 737), el 15%; Tierralta (1.085 - 331), el 7%; Puerto Escondido 
(258 - 258), el 5%, y Montelíbano (29 - 239), el 5%!**, 


Los principales municipios receptores en los años 2008 y 2009, respectivamente, 
son: Montería, que recibió el 26% de la población desplazada del departamento 
(2.726 - 1.000); Puerto Libertador, el 15% (2.933 - 582); Tierralta, el 11% 
(1.895 -408); Montelíbano, el 9% (1.763 - 345); San Pelayo, el 7% (462 - 275), 
y Valencia, el 6% (759 - 231)*”. 


Según las estadísticas reportadas por la Agencia Presidencial para la Acción Social 
y la cooperación internacional en el año 2009, sólo en el municipio de Montería, 
que se configura como el de mayor recepción de población desplazada, más del 
43% de las personas que rindieron declaración no fueron incluidas en el Registro 
Único de Población Desplazada (RUPD). 


De las 1.589 solicitudes de reparación por vía judicial tramitadas 
durante el 2009 por la Defensoría del Pueblo Regional Córdoba, 489 se hicieron 
por desplazamiento forzado, lo que constituye la segunda causa de solicitudes de 
protección, después de los homicidios, con 803 casos recibidos?*. 


La Defensoría del Pueblo en el 2009*” presentó observaciones a la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la cooperación internacional para la 
superación del sub registro de la población desplazada, con el objeto de lograr la 
articulación de Sistemas de Información de Víctimas del Desplazamiento Forzado. 
Allí se mencionó la necesidad de convalidar los criterios y políticas para incluir o 
no a las familias dentro del RUPD?** y tener como referencia, sobre las causales de 
rechazo, la sentencia del Consejo de Estado del 12 de junio de 2008. 


2 Los principales departamentos y distritos receptores de población desplazada son: Bogotá, que atendió a 


16.950 personas víctimas de desplazamiento forzado (14% del total de población desplazada en el 2009), 
Antioquia (15.187 personas), Nariño (12.863 personas), Valle del Cauca (7.558 personas), Cauca (7.154 
personas), Caquetá (5.304 personas), Huila (5.275 personas), Meta (4.918 personas), Tolima (4.481 personas), 
y Cundinamarca (3.997 personas). Fuente: Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional. 
14 Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. 
15 Tbíd. 

Informe de gestión presentado por la Unidad de Justicia y Paz de la Defensoría del Pueblo. 2009. 
17 Oficio COD. 3040 - 00 206 dirigido a Acción Social por la Coordinación de Atención al Desplazamiento 
Forzado con las observaciones a los Proyectos de Medidas para la Superación del SubRegistro de la Población 
Desplazada y para lograr la articulación de Sistemas de Información de Víctimas del Desplazamiento Forzado. 
Mayo de 2009. 
18 La Defensoría del Pueblo reiteró la necesidad de convalidar los criterios y políticas que Acción Social define 
como válidos para decidir incluir o no dentro del RUPD a las familias que declaran, toda vez que el 50% de las 
declaraciones recibidas en la Defensoría del Pueblo son rechazadas por Acción Social; la gran mayoría, con 
argumentos desde fuentes contrastadas, tales como Registraduría, SISBEN y Secretaría de Tránsito, las cuales, 
si bien son jurídicamente válidas, en muchos de los casos obedecen a situaciones circunstanciales que en nada 
influyen en el hecho de que estas familias sean realmente desplazadas y que su relato se enmarque en el 
artículo primero de la Ley 387 de 1997. 
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F. Otras actividades que afectan la tenencia de la tierra en la región 


+ Construcción y operación de la Central Eléctrica de Urrá 

Como está señalado en la Resolución Defensorial 038, "Desde 1951, se planteó la 
construcción del embalse de Urrá en el lugar conocido como la Angostura de Urrá, 
para la generación eléctrica y la regulación de la cuenca. En 1977 se reorientó el 
proyecto a la producción de energía, con proyectos alternos de control de 
inundaciones y distritos de riego y se presentó un Informe de Factibilidad de Urrá 
| y Urrá 11”. En el documento Plan de Expansión del Sector Eléctrico 1986-2000, 
contenido en un documento CONPES, el Gobierno nacional determinó que el 
Proyecto Hidroeléctrico Urra 1 era de carácter prioritario. En 1987 se inició el 
proceso de licenciamiento ambiental y de solicitud de los demás permisos. El 
Inderena, máxima autoridad ambiental de la época, consideró en primera 
instancia que el proyecto no era viable?*?; sin embargo, en 1993 se otorgó la 
licencia ambiental para construir Urrá I y en 1994 se iniciaron las obras. En el 
año 1999 se modificó la licencia para el llenado y operación. Todo el proceso se 
dio bajo un sinnúmero de protestas por parte de los indígenas y pescadores, 
quienes acudieron a las acciones jurídicas para defender sus derechos 
amenazados y violados por la construcción de la presa y el desvío del río Sinú. 


En varias oportunidades se ha requerido y sancionado a la empresa Urrá por el 
incumplimiento de las obligaciones de la licencia y de los acuerdos con los 
pescadores. Con la operación de la central se incrementaron de forma alarmante 
los problemas de erosión de toda la cuenca del río, lo cual llevó a las 
comunidades a interponer otra acción jurídica por la poca respuesta de la 
empresa y de las instituciones para mitigar este impacto. 


. Minería (níquel, carbón y oro) 
Las comunidades indígenas han manifestado constantemente sus desacuerdos 
con la explotación de ferroníquel en la mina de Cerromatoso por los impactos que 
esta actividad les viene causando. Aducen que se les ha violado el derecho a la 
consulta previa. 


La empresa Carbones del Caribe explota la mina de Puerto Libertador y, aunque 
los volúmenes de extracción no son muy significativos, se generan altos impactos 
propios de esta actividad. No obstante, la Defensoría del Pueblo no conoce de 
quejas de las comunidades vecinas. En la actualidad, la empresa está haciendo 
consulta con los indígenas zenúes para ampliar la explotación minera. 


La actividad de explotación de oro se realiza en la quebrada San Pedro, en Puerto 
Libertador donde, además de causar la destrucción de la quebrada, ocasiona un 
alto grado de contaminación, según las propias comunidades vecinas. Se 
desconoce si esta minería cuenta con los debidos permisos; en ella se utilizan 
dragas y retroexcavadoras para sacar el oro. En el mes de septiembre del 
presente año, la Policía Nacional, con el acompañamiento de varias entidades 
ambientales, realizó operativos y cerró 40 minas ilegales de oro en la zona rural 
de Ayapel. En los operativos fueron capturadas más de 45 personas y se 
incautaron 55 retroexcavadoras y considerable cantidad de productos químicos. 
Según la Policía Nacional, “las actividades ilegales de explotación aurífera se 


12 En la Resolución Defensorial 038 se estableció: “Tales efectos son enumerados así: alteración de 21 millones 
de biomasa vegetal, afectación del sistema hídrico del Sinú, pérdida de hábitats silvestres, de 4350 toneladas de 
biomasa animal, de hábitats de peces, sedimentación y erosión, cambios en el microclima, degradación del 
ambiente por colonización dirigida, alteración de las comunidades indígenas, pérdida de especies endémicas y 
en vía de extinción, impacto sobre los sistemas de ciénagas del río Sinú, alteración sobre áreas de vestigios 
arqueológicos, efectos sobre el abastecimiento de agua potable, alteración de un refugio de fauna y flora del 
pleistoceno, pérdida de una zona de gran diversidad biológica en el Parque Nacional Natural de Paramillo y 
descomposición social en una extensa área del Sinú”. 
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iniciaron con un proceso de expropiación forzada de tierras, auspiciado por las 
desmovilizadas Autodefensas Unidas de Colombia””*. 


. Explotación ¡ilegal de madera 

Como quedó planteado en el segundo informe de seguimiento a la Resolución 
Defensorial 035, de octubre de 2009, “amparados en permisos otorgados por la 
Corporación Autónoma y el Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, para 
aprovechamientos forestales en la zona de amortiguación o en plantaciones 
forestales, varias personas extraen grandes volúmenes de madera del Parque 
Paramillo. La situación no es nueva, pero se viene agravando con el transcurrir 
del tiempo”. Los esfuerzos de algunas de las instituciones hasta ahora han dado 
algunos resultados. 


e Cultivos de coca 

Se han establecido principalmente en la región de Paramillo. Entre el 2006 y 
octubre del 2008 las autoridades erradicaron por aspersión 14.245,72 hectáreas 
y por erradicación manual 5.261, para un total de 19.506,72 hectáreas. Los 
municipios afectados fueron: Puerto Libertador (8.617 hectáreas); Tierralta 
(6.053,48); Montelíbano (4.823,61) y Valencia (10.5). La implantación de 
cultivos de coca en una región destruye el tejido social y desencadena 
dependencia de la región de los mercados externos, desaparecen los cultivos 
tradicionales y se afectan y destruyen los recursos naturales. La erradicación 
aérea aumenta los problemas e impacto y no ha logrado dar solución efectiva al 
establecimiento de los cultivos de uso ilícito. 


En el año 2009, los cultivos de coca en el departamento de Córdoba alcanzaron 
las 2.782 ha. lo cual significó un incremento del 63% respecto del año 2008 y 
que representa el 4% del total de coca producida en el 2009 en el país. En el 
parque nacional natural Paramillo, las hectáreas de coca se incrementaron en un 
161% en el mismo periodo y alcanzaron las 1.212 ha. En el resguardo indígena 
del Alto Sinú, Esmeralda Cruz Grande e Iwagadó también se incrementaron los 
cultivos de coca entre el 2008 y el 2009, pasando de 72 ha. a 203 ha?!. 


En el departamento de Córdoba, la erradicación mediante aspersión se redujo en 
el 2009 a 742 ha. En este mismo año, se destruyeron 34 laboratorios en el 
departamento, 8 cristalizaderos y 26 de pasta de base”. 


Desde hace varios años, los grupos armados ilegales han disputado el control de 
los territorios donde se establecen los cultivos de uso ilícito o propician su 
siembra para acceder a las ganancias que origina su comercialización dentro y 
fuera del país. También ha sido muy dinámica la forma como los actores armados 
ilegales se disputan o negocian la producción y comercialización de estas 
sustancias. En Córdoba se evidencia que los grupos armados reconfigurados con 
posterioridad a la desmovilización de las AUC, que tienen presencia en las 
diferentes sub regiones del departamento, se enfrentan abiertamente entre sí por 
el control de todo el circuito de producción de la coca. En otras ocasiones, hacen 
acuerdos para delimitar sus áreas e, incluso, se ha conocido que accionan 
conjuntamente con la guerrilla de las Farc, principalmente en alianza con *Los 
Rastrojos”. Esto genera un alto riesgo para las poblaciones que viven en las zonas 
donde se ubican los cultivos de uso ilícito, los laboratorios para su procesamiento, 
al igual que las rutas de comercialización. 


2 Comunicado de prensa de septiembre 23 de 2010. 

21 UNODC, Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito - Colombia. Censo de cultivos de coca, 
junio 2010. Colombia - Monitoreo de Cultivos de Coca 2009. Junio 2010. 

2 Tbíd. 
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Quinto. NORMAS VINCULADAS CON LA INVESTIGACIÓN. 


El despojo de las tierras a las poblaciones vulnerables del departamento, el 
impedir el acceso a los recursos vitales para sobrevivir y el daño a los recursos 
naturales son acciones que atentan contra los principios consagrados en diversos 
instrumentos jurídicos nacionales e internacionales suscritos por Colombia, que 
plasman la necesidad de garantizar los medios para vivir dignamente, suplir las 
necesidades básicas y conservar los recursos naturales para garantizar su 
desarrollo sostenible. 


La Convención de Viena de 1993 dispone que los derechos humanos son 
universales, indivisibles, interdependientes y están relacionados entre sí. Es por 
ello que su tratamiento debe ser global, justo, equitativo y dar a todos el mismo 
peso. 


El artículo 17 del Protocolo Adicional de los Convenios de Ginebra señala los 
principios rectores del desplazamiento forzado, especialmente sobre la restitución 
de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas desplazadas. 


La problemática reseñada en la presente resolución vulnera lo dispuesto en la 
Constitución Política de Colombia, que consagra: Colombia es un Estado social de 
derecho, fundado en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general 
(Artículo 1%) y, que son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación (Artículo 20). 


Por orden constitucional, es obligación estatal y de las personas proteger las 
riquezas culturales y naturales de la Nación (Artículo 80). 


Igualmente, por mandato constitucional es obligación del Estado brindar 
protección especial a “aquellas personas que por su condición económica, física o 
mental se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta” (Artículo 13). 


De la misma forma, la Constitución establece que “la propiedad es una función 
social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica” 
(Artículo 58). 


La Carta consagra que "la producción de alimentos gozará de la especial 
protección del Estado”, lo cual busca garantizar los derechos de todos a una 
alimentación adecuada y a la seguridad alimentaria (Artículo 65) Y es deber del 
Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos 
fines (Artículo 79). 


Se dispone constitucionalmente que el Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o sustitución, y que al mismo tiempo 
deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados (Artículo 80). 


Los derechos consagrados en la Carta se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia 
(Artículo 93). De igual manera, el Estatuto Superior consagra que es deber de la 
persona y del ciudadano proteger los recursos naturales y culturales del país y 
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velar por la conservación de un ambiente sano (Artículo 95) y consagra, como 
principios fundamentales de las actuaciones administrativas, la igualdad, la 
moralidad, la eficacia, la celeridad y la imparcialidad, entre otros; al tiempo que 
establece la obligación de las autoridades administrativas de coordinar sus 
actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines estatales (Artículo 209). 


La Constitución Política establece que el bienestar general y el mejoramiento de 
la calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado. Será 
objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas 
de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable; para tales 
efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales, 
el gasto público social tendrá prioridades sobre cualquier otra asignación (Artículo 
366). 


Además, es necesario recalcar los principios señalados en el Preámbulo y en el 
Título 1 de la Constitución, como también los derechos, las garantías y los 
deberes en el Título IT. 


Normas en el tema de tierras 


Ley 200 de 1936. La inexistencia de reglas claras para definir la propiedad 
privada y la estatal, la reclamación de los colonos sobre tierras baldías, la falta de 
definición de linderos en tierras de propiedad privada y del Estado, la falta de 
explotación de tierras de propiedad privada, la carencia de jueces naturales para 
definir los conflictos agrarios y de reglas para la explotación de las tierras de 
propiedad privada mediante contratos de aparcería, fueron los aspectos 
relevantes que motivaron la expedición de la conocida “ Ley de Tierras” que, a 
pesar de las distintas reformas legales agrarias, ha mantenido vigentes algunas 
de sus disposiciones. 


Dicha ley permitió la legalización de tierras tanto a los grandes propietarios como 
a los pequeños colonos, al establecer las reglas para demostrar la propiedad 
privada; impuso la obligación de explotar las tierras de manera eficiente, so pena 
de declarar la extinción del dominio en favor del Estado, por su inexplotación; 
estableció la prescripción adquisitiva agraria en favor de los cultivadores por la 
explotación quieta, pacífica e ininterrumpida de cinco años sobre presuntos 
baldíos nacionales; creó jueces de tierras para dirimir los conflictos de naturaleza 
agraria y definió, a través de su Decreto Reglamentario 059 de 1938, las 
condiciones en que se debía demostrar la explotación económica sobre fundos 
rurales, entre otros aspectos. 


Ley 135 de 1961. Dio inicio a la Reforma Social Agraria de manera oficial en 
Colombia, con unos objetivos bien definidos, tales como: reformar la estructura 
social agraria a través de la eliminación de los latifundios y minifundios; 
reestructurar las zonas de minifundios para tornarlos productivos; fomentar la 
adecuada explotación de las tierras productivas; acrecentar la producción 
agropecuaria en armonía con otros sectores de la economía nacional; garantizar 
la conservación y adecuada explotación de los recursos naturales; elevar el nivel 
de vida de los trabajadores rurales y apoyar las organizaciones campesinas. Para 
todo ello, creó el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, como institución 
encargada de ejecutar los programas de esta índole. La ley 135 de 1961 se ha 
considerado, desde entonces, como la mejor ley de reforma agraria y durante su 
vigencia se obtuvieron los mejores resultados en la materia. Fue derogada por la 
Ley 160 de 1994 


Ley 160 de 1994. Creó el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
Campesino; introdujo cambios estructurales en los programas agrarios; 
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estableció el subsidio de tierras para facilitar la adquisición de Unidades Agrícolas 
Familiares directamente por los beneficiarios, con resultados poco alentadores; 
creó el Consejo Nacional de Reforma Agraria, como un órgano consultor del 
Gobierno nacional, al igual que los Comités de Reforma Agraria, tanto en el 
ámbito departamental como en el municipal y dio origen a las instancias de 
concertación entre las entidades públicas y privadas y las organizaciones 
campesinas; fijó nuevas reglas para la extinción del dominio de tierras de 
propiedad privada y la titulación de terrenos baldíos, y viabilizó la constitución de 
zonas de reserva campesina y de desarrollo económico empresarial, entre otros 
aspectos. 


En el tema ambiental 


El Decreto Ley 2811 de 1974. Código Nacional de Recursos Naturales Renovables 

y de Protección del Medio Ambiente, consagra el ambiente como un patrimonio 
2423 

común”. 


La Ley 99 de 1993 les otorga a las autoridades ambientales facultades para 
cumplir funciones de policía con el fin de prevenir la degradación ambiental y el 
daño a los recursos naturales (Artículos 84 y siguientes)”*. 


El Decreto 1449 de 1977, expedido con base en el Código de Recursos Naturales, 
regula las obligaciones de los dueños de predios, relacionadas con la protección y 
conservación de los recursos naturales renovables y del medio ambiente 
existente en sus inmuebles, en armonía con la función ecológica de la 
propiedad”. 


En el tema de desplazamiento 


La Ley 387 de 1997 señala en el artículo 19 las medidas que deben adoptar las 
instituciones con responsabilidad en la atención integral de la población 
desplazada. 


El Decreto 250 de 2005 define la política pública de atención a población 
desplazada”*. 


El Auto 200 de la Corte Constitucional ordena “adoptar medidas de protección del 
derecho a la vida y a la seguridad personal de líderes de la población desplazada 
y personas desplazadas en situación de riesgo”. 


En el tema de derechos humanos y el derecho internacional humanitario. 


la Ley 589 de 2000 tipifica el genocidio, la desaparición forzada, el 
desplazamiento forzado y la tortura, y dicta otras disposiciones. 


23 El Estado y los particulares deben participar en su preservación y manejo, que son de utilidad pública y de 
interés social. Así mismo, señala que deterioran el ambiente factores tales como: (1) la contaminación del aire, 
de las aguas, del suelo y de los demás recursos naturales renovables, (2) las alteraciones nocivas del flujo de 
las aguas y, (3) la sedimentación en los cursos y depósitos de agua. 

24 En desarrollo de dichas funciones, las mencionadas autoridades pueden suspender actividades que ocasionen 
impactos al medio ambiente, imponer sanciones y cobrar multas. Adicionalmente, con base en el principio de 
precaución, pueden impedir o hacer cesar una actividad cuando no se tenga certeza científica sobre los efectos 
que ésta pueda generar al medio ambiente. 

25 En desarrollo del artículo 83 del Decreto Ley 2811 de 1974, Código de los Recursos Naturales. Dentro de las 
disposiciones de este decreto están las áreas que deben ser protegidas, una de ellas la franja de 30 metros a 
lado y lado de los cauces de los ríos, las quebradas y arroyos, sean permanentes o no. 

26 Define así el enfoque restitutivo: “se entiende como la reposición equitativa de las pérdidas y daños 
materiales acaecidos por el desplazamiento, con el fin de que las personas y lo hogares puedan volver a 
disfrutar de la situación en que se encontraban antes del mismo. Las medidas de restitución contribuyen al 
proceso de reconstrucción y estabilización de los hogares afectados por el desplazamiento”. 
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Ley 599 de 2000, por la cual se expide el Código Penal. 
Ley 734 de 2002 por la cual se expide el Código Disciplinario Único. 


Directiva Presidencial No. 07, sobre respaldo, interlocución y colaboración del 
Estado con las organizaciones de derechos humanos, emitida el 9 de septiembre 
de 1999. 


La Ley de Justicia y Paz 975 de 2005 constituye el marco jurídico para el proceso 
de desmovilización de paramilitares en Colombia, aunque eventualmente podría 
ser utilizada en procesos de desmovilización de grupos querrilleros. Y el Decreto 
3570 de 2007 crea el Programa de Protección de Víctimas y Testigos de la Ley 
975 de 2005. 


En el tema de pueblos indígenas 


El Decreto 2164 de 1995 reglamenta parcialmente el capítulo XIV de la Ley 160 
de 1994 en lo relacionado con la dotación y titulación de tierras a las 
comunidades indígenas para la constitución, reestructuración, ampliación y 
saneamiento de los resguardos indígenas en el territorio nacional. 


El Auto 004 de 2009 de la Corte Constitucional trata sobre la protección de los 
derechos fundamentales de las personas y los pueblos indígenas desplazados por 
el conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado, en el marco de la 
superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la Sentencia T-025 
de 2004, después de la sesión pública de información técnica realizada el 21 de 
septiembre de 2007 ante la Sala Segunda de Revisión. 


Sexto. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN 


La concentración de la tierra en pocas manos y su dedicación a la ganadería 
extensiva han sido causa de conflicto y pobreza para miles de campesinos e 
indígenas del departamento, ya que esta clase de explotación emplea poca mano 
de obra, no paga el salario mínimo legal, ni reconoce prestaciones sociales, 
declara avalúos catastrales infimos y, como consecuencia de ello, paga impuestos 
mínimos y ocupa suelos aptos para agricultura. Lo anterior produce crisis 
periódicas del sector agropecuario, el abandono del campo y el sometimiento 
histórico de la población rural. 


Como lo expresa el investigador Reyes Posada””, “la violencia ha sido usada en 
Colombia como recurso para presionar reformas sociales, para impedirlas, para 
imponer o rechazar dominios territoriales y para impugnar o recuperar la 
soberanía del Estado”. Desde hace muchos años, se ha dado una intensa 
movilización campesina debida a diferentes situaciones en el país, que en los 
años setenta del siglo anterior se transforma en guerras locales de expulsión de 
campesinos y apropiación violenta de la tierra y en los ochenta en las acciones 
del narcotráfico y la violencia. Se ha dicho que las guerrillas incursionaron en las 
áreas de mayor riqueza y no en las regiones deprimidas donde se concentra la 
pobreza. Hay evidencias de que donde mayor desplazamiento se ha dado en el 
país hay mayor concentración de tierras. Por ejemplo, así lo señalan algunos 
análisis de los resultados del estudio de víctimas del conflicto en Antioquia”*: 


27 Revista Semana. Investigación Social “Guerreros y campesinos, el despojo de la tierra en Colombia”, 
Alejandro Reyes Posada, editado por Norma. Jueves 9 abril 2009. 

28 Revista Semana. Despojo de tierras: principal reto para la reparación en Colombia. Por Ricardo León Cruz. 4 
de julio de 2008. Hace mención del estudio “Víctimas, violencia y despojo: perfil socio-económico”, realizado por 
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“estrecho vínculo entre el desplazamiento forzado y el despojo de bienes y 
tierras, lo que refuerza la hipótesis de que el centro de la disputa del conflicto 
armado en Colombia es la tenencia de la tierra”. 


De acuerdo con la II Encuesta Nacional de Verificación realizada por la Comisión 
de Seguimiento durante julio y agosto de 2008, el total de hectáreas usurpadas o 
forzadas a dejar en abandono sería del orden de 5,5 millones durante los últimos 
11 años, equivalentes al 10,8% de la superficie agropecuaria del país: Costa 
Caribe (38.2%), Región Andina (27.3%), Orinoquía - Amazonía (34.5%), sin 
incluir el despojo de tierras colectivas ni de propiedades mayores a 100 
hectáreas. El área total dejada de cultivar como consecuencia del desplazamiento 
forzado en los últimos 11 años ascendería a 1.118.401 hectáreas, cerca de un 
25% del área cultivada del país, con un promedio de 101.673 hectáreas 
cultivadas despojadas o forzadas a dejar en abandono por año. Como lo dice el 
mismo informe, las actividades relacionadas con la agricultura, la ganadería o la 
extracción de recursos naturales constituían parte fundamental y casi exclusiva 
del sostenimiento de los grupos familiares. El 55,5% de los grupos familiares 
tenía tierra, de los cuales a un 94% se les despojó o tuvieron que abandonar la 
propiedad y el 78,9%, los animales. Sólo el 18.7% de los desplazados son 
propietarios formales. Se transforman los usos del suelo, de las economías y de 
los sistemas de producción y los agricultores pasan a ser jornaleros”. 


Esto ocasiona grave empobrecimiento de los grupos familiares víctimas del 
desplazamiento forzado, que afecta claramente sus posibilidades de consumo y 
de ahorro. Los ingresos dejados de percibir en los últimos once años por los 
grupos familiares que abandonaron tierras, animales o viviendas no rurales 
ascendieron a la suma de 49,7 billones de pesos (a precios de 2008). Otras cifras 
interesantes del citado informe: antes del desplazamiento, “cerca del 49% de los 
grupos familiares generaban ingresos familiares mensuales superiores a la línea 
de pobreza y el 68,5% por encima de la línea de indigencia. Con posterioridad al 
desplazamiento, tales índices caen dramáticamente, ya que solamente el 3,4% y 
el 19,3% generan ingresos familiares mensuales superiores a las líneas de 


pobreza e indigencia, respectivamente”, 


En el departamento de Córdoba se ha intensificado la violencia durante los 
últimos dos años y medio (2008 - 2009 y lo transcurrido de 2010) como 
consecuencia de diferentes factores que afectan de manera directa a la población 
civil. En principio, por las disputas territoriales entre las Farc - Ep y los grupos 
post desmovilización de las AUC**, por el corredor que comunica la zona sur del 
departamento (que ha sido utilizada para la siembra y procesamiento de cultivos 
de uso ilícito) y el mar Caribe, como ruta de tráfico de drogas y armas. Por otro 
lado, las fuerzas militares del Estado colombiano promueven un proceso de 
consolidación territorial a lo largo de todo este corredor desde el nudo de 
Paramillo hasta la zona costera del departamento, en donde realiza constantes 
operativos en contra de estos dos grupos ilegales. 


Este contexto de disputa territorial y hegemonía de los actores armados ilegales 
constituye un factor de alto riesgo de despojo de tierras para las comunidades 
campesinas y pueblos indígenas (embera katío y zenú) que habitan en el 
departamento. 


la Universidad de San Buenaventura, la Alta Consejería para la Acción Social, La Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación (CNRR) y el Instituto Popular de Capacitación de Medellín (IPC). 

22 “Las caras del despojo de tierras”. Revista Semana. 06/19/2009. 

30 Tbíd. 

31 Este departamento es uno de los más afectados por la presencia e incursiones de los grupos 
posdesmovilización en el país. 
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La persistencia de los factores que generan conflicto en Córdoba radica 
principalmente en la importancia que este territorio representa para los grupos 
armados ilegales, teniendo en cuenta la riqueza del suelo, con una variedad de 
recursos naturales renovables y no renovables, la existencia de importantes 
reservas de petróleo, carbón y otros minerales y abundantes recursos hídricos. 
Esto ha motivado, entre otras cosas, al desarrollo de grandes megaproyectos en 
la zona, que son vistos por los grupos armados ilegales como una oportunidad 
para beneficiarse económicamente y adquirir mayor poder en el territorio, para lo 
cual han optado por despojar a las comunidades de sus tierras, utilizando 
diferentes repertorios de violencia. 


Las acciones violentas de los grupos armados ilegales y la necesidad de medidas 
efectivas de protección y otras acciones preventivas por parte de las autoridades 
competentes en el nivel municipal, departamental y nacional, dirigidas hacia las 
comunidades que se asientan en los diferentes predios y tierras en donde se 
ejerce presión para su abandono, han implicado la vulneración de los derechos 
fundamentales a la vida, a la libertad y a la integridad personal de los líderes y 
defensores de derechos humanos y abogados representantes de las víctimas del 
paramilitarismo que adelantan procesos de reparación”. 


La desmovilización de los grupos de autodefensa en el departamento y la entrega 
de sus principales jefes significó su mutación en otras organizaciones que 
pretenden preservar el control político, económico, social y militar de los grupos 
desmovilizados. En este sentido, la población civil denuncia la presencia de 
“postes”, personas vinculadas con los grupos postdesmovilización que, armadas, 
vigilan los movimientos de la comunidad con el fin de controlar la información e 
imponer el miedo para que las personas continúen dentro de la hegemonía 
anteriormente impuesta. 


Los problemas estructurales que existían antes de la desmovilización siguen 
exacerbados por la debilidad institucional de un departamento que estuvo 
permeado por la influencia de las estructuras armadas ilegales. Así mismo, las 
organizaciones sociales están debilitadas como consecuencia de la cooptación y 
represión que vivieron por parte de los grupos paramilitares, cuando aún 
operaban las AUC y, hoy en día, continúan siendo víctimas de la violencia, tras 
las acciones violentas de los grupos armados ilegales postdesmovilización de las 
AUC. 


Se ha señalado cómo la dinámica del conflicto se ha expresado de diversas 
maneras en el departamento de Córdoba, entre ellas, una de las acciones 
directas contra la población, el despojo de la tierra, que se ha convertido en uno 
de los factores que más impacto causa en la población vulnerable y que supone la 
trasgresión de los derechos fundamentales a la vida, a la libertad, y a la 
integridad personal. El despojo de la tierra de los campesinos, indígenas y 
pescadores es una de las prácticas más usadas por los grupos armados al margen 
de la ley, antes y después de la desmovilización de las autodefensas, pero que no 
se restringe únicamente a estos grupos armados, sino que, de hecho, también 
incluye a los narcotraficantes y otros grupos que tienen intereses económicos en 
la zona. Como se viene enunciando en la presente resolución, la omisión de 


32 Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado. 2009. La mayor proporción de 
las tierras forzadas a dejar en abandono se encuentra en la región de la Costa Caribe (38,2%), seguida por la 
Amazonia, la Orinoquia y el Pacífico (34,5%) y finalmente por la región Andina (27,3%). La población 
desplazada en el Caribe es la que menos tierras poseía, sólo el 48,6% de las familias reporta la posesión de 
tierras, según la Comisión de Seguimiento. Los municipios en los que se ha presentado un alto número de 
solicitudes de protección de tierras son Tierralta (Córdoba); San Onofre y Ovejas (Sucre); El Carmen de Bolívar, 
San Pablo y María la Baja (Bolívar). 
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algunas autoridades departamentales y nacionales ha llevado a incrementar los 
niveles de riesgo y de vulnerabilidad de la población civil**. 


Son varios los intereses que han motivado el despojo y pérdida de acceso a la 
tierra por parte del campesinado, entre estos cabe señalar los más notorios: ¡.)las 
incursiones de los grupos post desmovilización de las AUC para mantener el 
poder en aquellas zonas geográficas en donde ejercían poder los antiguos grupos 
de autodefensa, y el corte de los corredores que utiliza o utilizaba la guerrilla; ii.) 
el uso de las tierras para la producción de la hoja de coca; iii.) utilización de las 
zonas como corredores para el procesamiento y comercialización de la base de 
coca hacia otras zonas del país y el exterior, utilizando la salida estratégica por el 
mar Caribe; y iv.) concentración de la propiedad de la tierra y otras acciones que, 
consecuencia del conflicto armado, generan pérdida de territorio, a saber: a) 
extorsiones por parte de los diferentes actores armados ilegales; b) los impactos 
directos e indirectos de algunos mega proyectos; c) la disputa armada entre los 
diferentes grupos; d) las acciones del Estado, enfrentamientos, contra los grupos 
armados al margen de la Ley; e) la erradicación manual y la aspersión aérea de 
los cultivos de coca. 


El tipificar las formas de despojo de la tierra** permite concluir que cada una de 
estas formas es recurrente y extendida a casi todo el departamento y que, como 
se ha dicho, no han sido erradicadas a pesar de la desmovilización de los grupos 
paramilitares sino que, por el contrario, con la presencia de nuevos grupos 
armados se ha incrementado este tipo de amenazas a la población. 


La situación que se vive en el departamento de Córdoba hace necesario una 
efectiva y eficaz política pública en materia de tierras y prevención. 


Las comunidades a las que se les vulnera el derecho a la tierra sufren un 
empobrecimiento progresivo debido al limitado o nulo acceso a los medios 
financieros y de producción, además de la carencia, en algunos casos absoluta, 
de los servicios públicos. 


Se hace necesario el acompañamiento integral y el fortalecimiento de las 
comunidades, dada la presencia activa de grupos armados ilegales que dificulta la 
participación y el acceso de las víctimas a la justicia para reclamar sus derechos. 


Análisis social y jurídico sobre la problemática de tierras en Córdoba. 


La Constitución Política de Colombia establece que son fines del Estado: servir a 
la comunidad, promover la prosperidad en general y garantizar la efectividad de 
los principios, derechos y deberes consagrados en su texto; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afecten y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. 


Además, precisa que las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 


33 Según Comfavic, en el departamento hay 39 mil hectáreas de tierra que fueron usurpadas por los actores 
ilegales, las cuales están siendo reclamadas por 800 familias, pero se cree que son más de 20 mil las víctimas 
de la violencia en Córdoba. 

34 Otras investigaciones también han identificado las formas como se hace despojo de tierras en el país. Una de 
estas se encuentra en el informe del Programa de Consultas para la Recuperación de Tierras del Ministerio de 
Agricultura (Conret). 2009, que define: “Los diferentes tipos de despojo identificados son: la transferencia 
forzada de dominio, las ventas falsas, la caducidad administrativa, el desplazamiento de propietarios y el 
desplazamiento de poseedores, ocupantes y tenedores, entre los principales”. 
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creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares. 


Partiendo de estos preceptos constitucionales que definen, de manera clara y 
precisa, los fines esenciales del Estado y la misión de las autoridades, 
corresponde analizar si el Estado y sus agentes cumplen a cabalidad con estos 
cometidos. 


Corresponde al Estado crear las condiciones para que la igualdad de todos los 
nacionales sea real y efectiva, de modo que puedan disfrutar del derecho a gozar 
de una paz duradera, cuya obligatoriedad de proporcionarla radica en cabeza del 
mismo Estado que debe, además, garantizar a sus asociados la oportunidad de 
tener un trabajo en condiciones dignas y justas. 


Se garantiza, igualmente, la propiedad privada adquirida conforme a las leyes y 
corresponde al Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra 
de los trabajadores agrarios. Los anteriores mandatos constitucionales establecen 
que es el Estado quien debe proteger la propiedad de la tierra y crear las 
condiciones para que los trabajadores del campo, jornaleros, arrendatarios, 
colonos, ocupantes, poseedores y meros tenedores, puedan llegar a materializar 
sus anhelos de tener un pedazo de tierra o conservarla, para consolidar su 
estabilidad socioeconómica. Todo lo cual resulta frustrado por las siguientes 
razones principales: por la poca o nula presencia del Estado; la omisión o 
complacencia de sus agentes con las acciones ilícitas de los grupos armados al 
margen de la ley en su distintas manifestaciones o por las acciones represivas 
contra los grupos armados ilegales sin la debida previsión de sus efectos. 


Está claro, entonces, que la población rural en Córdoba se encuentra en 
diferentes situaciones de inseguridad frente al acceso o disfrute del derecho a la 
propiedad rural: 


- Ocupantes de terrenos baldíos, sin ninguna atención por parte de la entidad 
encargada de legalizar este hecho, o que se encuentran explotando tierras que 
legalmente no son titulables pues son bienes del Estado inadjudicables, como son 
las ciénagas, lagos, lagunas, parques nacionales naturales y reservas especiales 
que, a pesar de no ser objeto de legalización, son apropiadas por quienes 
detentan títulos sobre propiedades colindantes y especialmente por grandes 
terratenientes o ganaderos que las incorporan a sus propiedades mediante 
maniobras no sanas, como el crecimiento de linderos, la accesión ilegal o 
simplemente cerramientos perimetrales invasores y subsiguiente actualización 
catastral. 


- Asentamientos en terrenos adquiridos dentro de los programas de reforma 


agraria o de extinción del derecho de dominio y devolución en el marco de la Ley 
975 de 2005, que no han sido debidamente titulados o adjudicados, lo que 


favorece la deserción por falta de garantías para su permanencia y seguridad o la 
carencia de apoyo tecno-económico para el desarrollo de proyectos productivos. 


- Adjudicaciones en común y proindiviso, lo cual impide la eficiente y debida 
explotación de la tierra, por la dificultad para acceder a las líneas de crédito que 
tendrían algunos beneficiarios; quienes, además, no tienen el acompañamiento 
técnico y jurídico de las instituciones del Estado para formular proyectos 
productivos viables y sostenibles. 


- Inseguridad interior y exterior en los asentamientos, al incluir en ellos víctimas 
del desplazamiento de grupos ilegales antagónicos, lo cual crea desconfianza y 
enfrentamientos por la simpatía o antipatía que se pueda presentar hacia los 


zo 


victimarios y, otras veces, sin prestar ninguna seguridad por parte de la fuerza 
pública a los beneficiarios del programa de dotación de tierras, ya que fácilmente 
pueden ser agredidos nuevamente por los agentes  perpetradores del 
desplazamiento, en retaliación por las posibles denuncias de actos atroces. 


- Los programas de reforma agraria son marginales, ya que no se afectan las 
grandes propiedades de tierras, muchas de ellas ociosas en general, o 


indebidamente explotadas. Se adquieren, con frecuencia, sólo algunas que no 
presentan adecuadas condiciones agrológicas de explotación y que son ofertadas 
en forma voluntaria por sus propietarios a Incoder. 


- Apropiación indebida de tierras de los campesinos tradicionales, al ser 
presionados bien por la venta a precios irrisorios o por el despojo, previo 
desplazamiento so pena de asesinato, secuestro o extorsión. 


- Acaparamiento de Unidades Agrícolas Familiares, sin tener en cuenta las 
limitaciones de la ley de reforma agraria, y sin que los funcionarios del Incoder 


actúen para lograr su restitución o que los registradores de instrumentos públicos 
denuncien estos hechos. 


- Acciones violentas derivadas del enfrentamiento entre grupos ilegales en la 
lucha por el control territorial, bien para destinar las tierras a la siembra de coca, 
o como corredor vial para el tráfico de estupefacientes, armas y escondite de 
víctimas del secuestro. 


- Las mujeres son las mayores sobrevivientes del conflicto armado en Colombia, 
y Córdoba no es la excepción. Por esta razón se enfrentan a grandes dificultades 
a la hora de reclamar sus derechos sobre la tierra o un predio determinado, 
teniendo en cuenta que en la mayoría de los casos los hombres suelen ser los 
propietarios cuando existe algún título de propiedad, situación que ubica a las 


mujeres en un mayor grado de vulnerabilidad ante cualquier proceso de 
restitución o reclamación de tierras. 


- Temor por las acciones de control ejercido por parte de la fuerza pública en la 
lucha contra los cultivos de uso ilícito, teniendo en cuenta que se presenta una 


estigmatización sobre la población civil y esto ha ocasionado el señalamiento por 
parte de los grupos armados ilegales, que tienen grandes intereses en el negocio 
del narcotráfico. 


- Desprotección ante los intereses económicos de las empresas que hacen 


explotación de los recursos naturales, que pueden ocasionar grave impacto al 
medio ambiente y amenazar la permanencia de los campesinos e indígenas en 


sus territorios, muchas veces sin que se lleven a cabo los procesos de 
participación y una verdadera consulta previa, así como sin la debida 
concertación de planes de manejo ambiental que permitan mitigar el daño 
ecológico que todo ello conlleva. 


Todos estos hechos, denunciados por la población campesina, llevan a la 
conclusión de que el Estado no está cumpliendo a cabalidad con la obligación 
prevista en los artículos 2, 13, 22, 25, 58, 60 y 64 de la Constitución Política y, 
por ello, es deber de las autoridades competentes del Estado adoptar medidas 
eficaces que busquen garantizar los derechos que le asisten a sus comunidades 
sobre la tierra de donde se desprende su derecho a la seguridad alimentaria y a 
construir un proyecto de vida digno, garantizando el derecho a la tenencia y 
propiedad de la tierra y su permanencia en su escenario de vida, trabajo, cultura 
y desarrollo económico. 
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Política de protección y restitución de tierras 


En cuanto se refiere al ejercicio del derecho a la reparación y restitución de 
tierras abandonadas, propiedad de las víctimas del desplazamiento forzado en 
Colombia, es evidente que existe un marco jurídico que busca la reparación 
integral de parte del Estado colombiano. Sin embargo, la experiencia ha 
demostrado una alta debilidad institucional, sumada a la complejidad para 
desarrollar un sistema con capacidad de integración, coordinación y gestión de 
todo el proceso, incluyendo la atención centralizada de las víctimas y una base de 
datos que permita corroborar la información entregada por la comisión de 
seguimiento o el registro único de población desplazada. Además, la ausencia de 
un sistema nacional que se encuentre en línea con las bases de datos regionales 
y con los institutos de catastro y el INCODER, hace titánica la tarea de la 
reparación efectiva e integral de las víctimas del desplazamiento para, de esta 
manera, dar cumplimiento a lo estipulado en la ley colombiana y en los acuerdos 
internacionales que el Estado ha suscrito. 


En el marco de la Ley de Justicia y Paz, según algunos medios de comunicación, 
durante diez años, se ha extinguido el dominio de cerca de un millón de 
hectáreas de tierras, entregadas a depositarios provisionales, algunas vendidas 
por el Gobierno, pero aún no utilizadas para solucionar los problemas del 
desplazamiento y la expulsión del campesinado””. 


La Unidad Regional de Atención Integral de Víctimas o de Justicia y Paz de la 
Defensoría del Pueblo tramitó, en el 2009, 118 solicitudes de protección de 
predios abandonados por causa de la violencia e inició un proceso de apertura de 
canales interinstitucionales para avanzar en procura de la verdad, la justicia y la 
reparación de las víctimas. Es necesario tener en cuenta que los pocos casos, las 
amenazas y los atentados contra líderes sociales impiden la entrega a los 
desplazados de bienes de extinción de dominio. 


Planteamientos gubernamentales 


El Gobierno nacional ha venido trabajando algunas propuestas para abordar el 
tema de tierras y desplazados, principalmente en respuesta a los autos emitidos 
por la Corte Constitucional en el año 2009”. Estos documentos preliminares han 
sido cuestionados por no abordar de fondo las causas del problema y centrar la 
acción estatal en la “restitución subsidiaria en dinero y en especie”, sin atender 
los reales problemas del despojo y el desplazamiento””. 


Una de estas es la Ley 791 de 2002, por medio de la cual se reducen en materia 
civil los términos de prescripción sobre la propiedad, de 20 a 10 años para la 
prescripción adquisitiva de dominio sobre bienes inmuebles, tratándose de 
prescripción extraordinaria, y de 10 a cinco años cuando se trate de prescripción 
ordinaria. Sin embargo, estos preceptos legales pueden utilizarse para favorecer 
o no al campesino. El primer caso, que es desfavorable para el campesino, se 
podría presentar frente a un derecho del cual él es titular, cuando un tercero 
pretenda que le sea declarada la prescripción extintiva del dominio, bien por el 
abandono o por la ocupación fraudulenta del poseedor ilegítimo, cuando se trate 


35 En Revista Semana. Investigación Social “Guerreros y campesinos, el despojo de la tierra en Colombia”, 
Alejandro Reyes Posada, editado por Norma. Jueves 9 abril 2009. 

36 Departamento Nacional de Planeación; los Ministerios de Agricultura y Desarrollo Rural, y del Interior y de 
Justicia; la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. Propuesta de lineamientos 
de política de tierras y territorios para la población víctima del desplazamiento forzado, en riesgo de 
desplazamiento y de despojo. Junio 25 de 2009, , en consulta con Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural 
(Incoder); el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), la Superintendencia de Notariado y Registro, y la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 

37 John Jairo Rincón García, Desde Abajo/CEPRID comentarios al documento citado. 


27 


de desplazados por razones del conflicto armado,*ésin que este intervenga en su 
defensa dentro de los procesos de pertenencia, por temor o amenaza. El segundo 
caso, favorable al campesino, se podría dar cuando, teniendo la condición de 
poseedor de un bien inmueble rural, en los términos de la ley, pueda consolidar 
la propiedad sin tener que esperar 10 años, tratándose de prescripción ordinaria, 
o de 20 años para los casos de prescripción extraordinaria”?. 


Otra es la Ley 1182 de 2008, que establece el procedimiento abreviado para el 
saneamiento de la titularidad sobre predios rurales cuya extensión no supere las 
10 hectáreas pero que, por la situación de riesgo registrada en el departamento, 
no ha sido de fácil aplicación*. Cumpliendo los requisitos formales, quien tenga el 
título enmarcado en la llamada falsa tradición, podrá acudir a través de abogado 
ante el Juez Civil o Promiscuo municipal en procura de obtener el saneamiento 
del título precario. 


Por otra parte, el Gobierno nacional está proyectando viabilizar la reubicación de 
familias desplazadas, acudiendo a la sustracción de áreas que tengan vocación 
agropecuaria, o silvopastoril en las zonas de reserva forestal establecidas 
mediante la Ley 28 de 1959, lo que en principio tendría dos efectos negativos de 
grandes proporciones. Primero, la afectación del patrimonio ambiental y ecológico 
de todos los colombianos, ya en riesgo en varias regiones y, segundo, la 
legitimación de las acciones de despojo de la tierra de las últimas décadas. Si 
bien los planteamientos del Gobierno pretenden dar solución al problema del 
despojo de tierras al que han sido sometidas muchas familias en el país, es 
necesario que el debate sea de fondo, de manera transparente y que en él 
participen todos los sectores de la sociedad. 


El nuevo Gobierno, posesionado en el mes de agosto anterior, ha anunciado una 
política de tierras integral, donde la restitución de tierras a los desplazados es 
una parte de esa política. Se radicó ante el Congreso un proyecto que pretende 
facilitar el pago de la deuda que el país tiene con los desplazados, lo cual ha sido 
muy lento: en ocho años se han devuelto sólo 60.000 ha y las cifras hablan de 
más de dos millones de hectáreas, en promedio, que se deberían restituir. 


Tanto este proyecto de ley como las demás iniciativas que el Gobierno ha 
anunciado en el tema de tierras, por ejemplo el interés de declarar zonas de 
reserva campesina, dan clara muestra del interés que se tiene para afrontar el 
problema y darle solución concreta. 


Derechos amenazados y vulnerados 


En el departamento de Córdoba persisten causas estructurales que amenazan o 
vulneran los derechos de los grupos poblacionales más vulnerables, como son los 
bajos estímulos a la producción agrícola, la carencia de tierras productivas y 
créditos agropecuarios y la lentitud en la titulación de predios, todo lo cual facilita 


38 Se corre el riesgo de que el campesino, por temor o por desconocimiento de la norma, no concurra ante la 
autoridad competente para solicitar la medida de protección de bienes abandonados para que, de conformidad 
con lo previsto en el Decreto 2007 de 2001, se proteja el bien contra cualquier pretensión de transferencia de 
dominio, en especial, a través de los procesos de pertenencia adelantados por quienes ejercen violencia o de 
quienes se valen de ella para erigirse como nuevos propietarios; o bien porque, por las mismas razones, no 
concurre a estos juicios a hacer valer sus derechos. 

32 No debe olvidarse que la derogada Ley 1152 de 2007, Estatuto de Desarrollo Rural, contemplaba la 
posibilidad de solicitar la nulidad en los procesos de pertenencia ya definidos, cuando afectaban predios 
abandonados por quienes tenían la condición de desplazados por causa de la violencia. 

* Esta norma habla de tener la condición de propiedad privada, en cuyos folios de matrícula inmobiliaria se halle 
vigente la inscripción de falsa tradición, sin que la precaria tradición no sea producto de violencia, usurpación, 
desplazamiento forzado, engaño o testaferrato y no esté destinado a cultivos ilícitos o haya sido realizada como 
resultado de dichas actividades. 
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la intervención de grupos armados ilegales y la participación del campesinado en 
el circuito de producción y comercialización de la coca. 


Una de las funciones primordiales de los gobiernos es propender por la igualdad 
de oportunidades para todos y que ello sirva como medio básico para la defensa, 
protección y efectiva realización de los derechos de todas las personas. Los 
fuertes tienen la capacidad para procurarse sus oportunidades, pero los débiles 
no lo pueden hacer y es el Estado quien debe posibilitar el acceso a las 
oportunidades para todos y generar un equilibrio social. En el departamento de 
Córdoba este equilibrio está muy distante de ser alcanzado por las continuas 
incursiones de los grupos armados al margen de la ley, por el despojo y 
concentración de la tierra, por la disparidad para acceder al uso y disfrute de los 
recursos naturales y por la pasividad de las entidades estatales. Ello deja como 
resultado la continua vulneración de los derechos de las personas más débiles del 
departamento, algunos de los cuales se analizan a continuación. 


Derecho al territorio y a la identidad cultural 


Se entiende el territorio como el espacio geográfico en el cual “se desenvuelve la 
dinámica de las sociedades... y con el cual está vinculada la cultura, la historia y 
la identidad de un grupo determinado”. Desde la óptica de comunidades 
afrodescendientes o indígenas, “..Este espacio es reclamado como un derecho 
colectivo, indispensable para la supervivencia, identidad y reproducción como 
pueblos diferenciados. El territorio es una necesidad cultural y política, vinculado 
al derecho de autonomía y libre determinación”**. Para todos los grupos sociales, 
incluidos los campesinos, la tierra no es sólo un insumo, es también un espacio 
de desarrollo y de identidad. 


El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas estableció que hay que 
proteger los sistemas y patrones tradicionales de tenencia y uso de la tierra”, lo 
que recogió el Convenio 169 de la OIT. La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos han desarrollado 
la tesis de que el Estado debe hacer efectivo el derecho de las comunidades a la 
propiedad de las tierras, para lo cual les basta con haberlas poseído, y otorgarles 
los títulos correspondientes, lo cual también comprende la recuperación de las 
tierras de las que se vieron privadas por causas ajenas a su voluntad”. 


Se puede considerar el derecho al territorio como un derecho cultural que 
posibilita la realización de derechos sociales, civiles y políticos”**. 


La noción de territorio para los grupos étnicos ha sido expresada a través de su 
interlocución e interacción con la sociedad y las autoridades estatales; está 
plenamente definida como un componente creador de vida y fuente -—que 
constituye el sustento de sus dinámicas culturales- de su cosmovisión, de sus 
rasgos identitarios, de sus usos y costumbres, de su espiritualidad y de los 
procesos de sostenibilidad de los recursos naturales, los que, a su vez, les 
garantizan la pervivencia colectiva y también personal; igualmente, el desarrollo 
de conocimientos ancestrales de uso y cuidado de las plantas, de preservación de 
la biodiversidad botánica y de especies animales, de prácticas económicas de 


41 Acceso a la justicia de los Pueblos indígenas, Guía para la atención especializada por parte de las oficinas de 
Ombudsman. Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 2006. En Centro de 
Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas, 2006. 

% Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas, 2006. E/CN.4/Sub.2/2001/21, Pueblos Indígenas 
y su relación con la Tierra. Documento final preparado por la Relatora Especial Sra. Erica-Irene A. Daes. Par 54. 
11 Junio 2001. Original en inglés, traducción libre. E/CN.4/Sub.2/2001/21. Disponible en web. 
http://www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/(Symbol)/E.CN.4.Sub.2.2001.21.En?0Opendocument 

43 Rolando E. Gialdino. El derecho al territorio. 

*4 Andrés Coronado Delgado, Cinep, 2006. El territorio: derecho fundamental de las comunidades afro 
descendientes en Colombia. 


29 


autoabastecimiento, y de formas de ordenamiento y desarrollo aplicadas a sus 
procesos culturales. 


El territorio indígena, además de espacio físico de convivencia, comprende una 
diversa gama de conocimientos, prácticas, procesos y dinámicas, aceptadas 
dentro de las mismas comunidades, que lo distinguen de la concepción de tierra 
vista como elemento material susceptible de toda clase de explotación, bien con 
fines económicos o de subsistencia, en la cual se conjugan relaciones de carácter 
social, cultural y jurídico, propias de la sociedad occidental. Internacionalmente 
se han incorporado estos principios en varios instrumentos, pero principalmente 
en el Convenio 169 de la OIT 


La Constitución Política reconoce en el artículo 7 la diversidad étnica y cultural de 
la nación colombiana, principio del cual se desarrollan otros derechos 
fundamentales de naturaleza colectiva, uno de los más importantes de los cuales 
es el derecho al territorio, consagrado en el artículo 63 de la Carta política. Varios 
artículos de la Constitución le dan cuerpo al contenido del derecho territorial de 
los pueblos indígenas. 


En igual sentido, la jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, en 
materia de territorio y su intrínseca relación con el medio ambiente, ha 
establecido reglas de interpretación importantes para consolidar el alcance del 
mismo, así como su goce pleno. 


En cuanto respecta al derecho a la identidad étnica y cultural, definida como el 
conjunto de elementos propios como la lengua, sus instituciones , sus tradiciones, 
usos, costumbres y espiritualidad, la cosmogonía colectiva y el conocimiento 
tradicional tangible e intangible, o el derecho que tienen los miembros de los 
grupos étnicos para reafirmar y reproducir sus instituciones y formas propias de 
organización, valores y prácticas específicas de su cultura y a ejercer el control 
sobre el cambio cultural, se encuentra catalogado tanto en la legislación 
colombiana como en la jurisprudencia, como un derecho fundamental, que 
amerita su protección por parte del Gobierno nacional. 


Este derecho, que guarda una estrecha relación con el derecho al territorio, a 
pesar de considerarse como fundamental para estas comunidades, se ha venido 
alterando por la injerencia permanente de personas ajenas a las comunidades, lo 
que facilita la aculturación de sus miembros, bien por efectos del desplazamiento 
a que son sometidos, por la incorporación de algunos de sus miembros a los 
grupos armados ilegales o por el enganche en las empresas explotadoras de 
recursos naturales presentes en la región. 


En Córdoba, la violación de este derecho es evidente, pues ha sido recurrente la 
puesta en práctica de las diferentes modalidades empleadas para despojar de la 
tierra a los campesinos, indígenas y pescadores y baja o nula la respuesta del 
Estado para proteger a estas comunidades. 


Derecho a gozar de un ambiente sano y del equilibrio ecológico. 


Retomando el análisis hecho en algunos documentos elaborados por la Defensoría 
del Pueblo*, sabemos que la Constitución Política reconoce que la protección al 
medio ambiente involucra aspectos referentes al manejo, uso, aprovechamiento y 
conservación de los recursos naturales, el equilibrio de los ecosistemas, la 
protección de la diversidad biológica y cultural, el desarrollo sostenible, la 
salubridad y la calidad de vida del hombre, y que además fija los presupuestos a 


5 Defensoría del Pueblo. Amicus curiae las fumigaciones y los derechos humanos, 2002. 
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partir de los cuales deben regularse las relaciones de la comunidad con la 
naturaleza**. 


La defensa del medio ambiente constituye un objetivo dentro de la actual 
estructura de nuestro Estado social de derecho, por cuanto hace parte del 
entorno vital del hombre, indispensable para asegurar la calidad de vida de las 
generaciones presentes y futuras*”. La importancia de la protección y la 
conservación del medio ambiente ha sido reconocida en numerosos instrumentos 
internacionales firmados por Colombia. 


En desarrollo de lo anterior, se ha formulado la política nacional ambiental en la 
cual se establecen varios componentes, como son el preventivo, el restaurador, el 
sancionatorio y el promocional, reglados, principalmente, mediante la Ley 99 de 
1993 y sus normas reglamentarias. La misma Ley 99 define diversas formas de 
ejercer el deber de prevención y control del deterioro ambiental, lo que es una 
consecuencia necesaria de los compromisos internacionales asumidos por el 
Estado colombiano, pero que las autoridades responsables han omitido, 
simplemente no las han tenido en cuenta o han dilatado su cumplimiento. 


A juicio de la Defensoría, estas circunstancias se convierten en una violación del 
deber constitucional de protección y conservación del ambiente y amenazan el 
derecho de todos a gozar de un ambiente sano. 


La práctica de desecar humedales para ampliar las zonas agrícolas y pecuarias, la 
construcción de la hidroeléctrica de Urrá, la explotación minera legal e ilegal, la 
extracción de madera, la sobrexplotación de los recursos naturales, algunas 
veces por parte de campesinos que quedaron sin opción, y la contaminación 
ocasionada por el desarrollo de los proyectos ponen en riesgo la estabilidad y 
equilibrio de los ecosistemas y la pervivencia de las especies animales y 
vegetales. 


Prevención y atención de desastres previsibles técnicamente 


En toda acción siempre subyace un riesgo, algunas veces evitable, casi siempre 
predecible. Desde que existe el ser humano, la mayor parte de los eventos 
naturales o de carácter antrópico que pueden causar daño a los grupos 
poblacionales son predecibles a diferentes escalas de tiempo, más aún cuando se 
han desarrollado mecanismos tecnológicos para hacerlo. Sin embargo, a escala 
planetaria son cada vez mayores los efectos devastadores de las catástrofes 
naturales sobre la población, los ecosistemas y la infraestructura desarrollada. 


El riesgo, la vulnerabilidad, los fenómenos asociados y los escenarios 
amenazantes son en general probabilidades de ocurrencia de un fenómeno 
natural o tecnológico potencialmente peligroso. Estos fenómenos, principalmente 
los de orden natural, si bien se puede predecir su ocurrencia, no se pueden 
evitar. Sin embargo, es posible desarrollar los mecanismos necesarios para 
minimizar los impactos que genera la ocurrencia del fenómeno y tomar las 
medidas preventivas para proteger la población y sus bienes. La pobreza 
aumenta el riesgo. 


Las personas y comunidades afectadas por desastres tienen derecho a que el 
Estado les otorgue la protección que requieren mientras recuperan las 
condiciones que les permitan satisfacer, por sus propios medios, las necesidades 
esenciales, a conocer la información disponible sobre los fenómenos que 


46 Arts. 80., 49, 58, 63, 67, 79, 80, 81, 95-8, 215, 226, 268-7, 277-4, 282, 289, 300-2, 310, 313-9, 317, 330, 
331, 333, 334, 339, 340 y 366 de la CP. 
47 Corte Constitucional, Sentencia C-431/00. 
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desencadenaron la situación de desastre así como los planes de prevención, de 
contingencia, de emergencia, de recuperación y de reconstrucción existentes y a 
participar en todas las etapas del proceso**, 


La Conferencia Mundial Por un Mundo Más Seguro en el Siglo XXI de 1994 marcó 
el inicio de los esfuerzos para reducir los riesgos de desastres, esfuerzo que se ha 
continuado. El Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres fue 
creado por medio de la Ley 46 de 1988, en la que se establecieron las 
responsabilidades, la estructura organizativa, los mecanismos de coordinación e 
instrumentos de planificación y financiación del SNAPD a escala nacional, regional 
y local. Otra serie de normas contemplan el tema*. 


Este derecho fue claramente vulnerado cuando en las temporadas invernales de 
1997 y 1998 se presentaron grandes inundaciones en la cuenca media y baja del 
río Sinú, que afectaron a más de cien mil personas, entre campesinos y 
pescadores. Ello se debió a las diferentes intervenciones en el valle del Sinú que 
han afectado la dinámica hidráulica de toda la cuenca. La acción estatal se centró 
en la atención y poco en la prevención para reducir o controlar las causas. 


Derecho a la seguridad alimentaria. 


El derecho a la seguridad alimentaria está ligado a la alimentación en la medida 
en que, para su garantía, se debe asegurar la disponibilidad de alimento en 
cantidad y calidad suficientes, de manera sostenible y aceptable desde el punto 
de vista cultural. Esta disponibilidad debe ser física, geográfica y económica y 
estar al alcance de todas las personas sin ninguna discriminación. Esta relación 
quedó esbozada en el Plan de Acción de la Cumbre Mundial sobre Alimentación en 
el año 2003. 


Para su plena realización, la seguridad alimentaria depende de la posibilidad de 
acceder tanto a los recursos naturales necesarios, como los propios alimentos, 
como a los recursos indispensables para su cocción y preparación. Al Estado le 
corresponde garantizar el entorno y las condiciones para que los individuos y las 
comunidades accedan plena y autónomamente a los alimentos”*. 


Entre otros, el derecho a la alimentación se consagra en el artículo 65 de la 
Constitución Política de 1991 donde, en forma expresa, se da un tratamiento 
prioritario a las personas o entidades dedicadas a la producción de alimentos. 


Varios aspectos ponen en riesgo la realización de este derecho, uno de ellos es 
quitarle la posibilidad de acceder al uso y usufructo de la tierra a las personas 
menos favorecidas que carecen de la capacidad para procurarse de otra manera 
su sustento. Una de las formas más dramáticas de hacerlo es desplazando a 
familias o grupos de población de los lugares donde han estado arraigados por 
largos periodos de tiempo y enviándolos a formar parte de los cinturones de 
miseria de las ciudades. Algunas veces la población retorna, pero no se le 
garantizan los mecanismos para procurase su sustento; otras veces, son 
reubicados en otros lugares sin ningún tipo de ayuda y muchos deben 
desplazarse una y otra vez. 


De otra parte, los grandes proyectos de explotación de recursos o de 
infraestructura no tienen en cuenta el cambio cultural que ocasionan en la región 


8 Gustavo Wilches-Chaux. “Derechos de personas y comunidades afectadas por desastres”. Propuesta 


para discusión. Fundación para la Comunicación Popular. Red de Estudios Sociales sobre Desastres — La Red. 

*% La Ley 99 DE 1993, Ley Ambiental, Ley 388 de 1997, Ordenamiento Territorial y la Ley 472 de 1998, 
Acciones Populares y de Grupo. 

$0 Defensoría del Pueblo. El Derecho a la Alimentación. 2006. Página 43. 
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y la dependencia que adquieren las comunidades de estos proyectos. Usualmente 
desaparecen las formas tradicionales de procurarse el alimento y son 
reemplazadas por el comercio externo a la región, al cual pocos tienen 
posibilidades de acceso. Las fincas de pan coger casi han desaparecido pues los 
suelos del departamento están principalmente dedicados a la ganadería 
extensiva. 


Por ejemplo, para la explotación minera, hasta el año 2009 se adjudicaron más 
de 4.783.152 hectáreas a personas privadas y sólo Anglogold Ashanti tiene más 
de 13 millones de hectáreas adjudicadas para la exploración de oro, de las cuales 
cerca de 800.000 con título de explotación. En cuanto a la exploración petrolera, 
se han adjudicado más de 170 nuevos bloques. 


Como se viene argumentando, el Estado tiene la mayor responsabilidad en la 
amenaza y violación de estos derechos, incluso porque algunas autoridades 
desconocen la jurisprudencia de la Corte Constitucional en materia del derecho a 
la salud pública; al medio ambiente sano, en conexidad con el derecho a la vida y 
a la vida digna; a la importancia de los humedales como ecosistemas 
estratégicos, así como a la moralidad administrativa, entendida ésta como la 
gestión enmarcada en los principios que rigen la función pública. 


RESUELVE: 
|. RESPECTO DE LAS AUTORIDADES ESTATALES 


Primero. EXHORTAR Al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER) a 
que: 

- Aplique lo señalado en la normativa para proteger las tierras abandonadas de la 
población desplazada o en riesgo de desplazamiento. 

- Asista técnica y jurídicamente a los beneficiarios del programa de dotación de 
tierras, de modo que puedan fraccionar en unidades agrícolas familiares los 
predios adjudicados o adquiridos en común y proindiviso, mediante subsidio 
otorgado que les permita acceder a las líneas de crédito para el desarrollo 
eficiente de proyectos productivos. 

- Asista técnica y jurídicamente a los beneficiarios de los programas de dotación 
de tierras en la elaboración y formulación de viables y sostenibles proyectos 
productivos que deban desarrollar en las unidades agrícolas familiares 
adjudicadas o adquiridas mediante subsidios otorgado por dicho instituto. 

- Defina la situación de los beneficiarios del programa de dotación de tierras, que 
no han podido ejercer actos de señor y dueño sobre las unidades agrícolas 
familiares por razones de amenazas o desplazamiento forzado, reubicándolos en 
otras zonas de país o liberándolos de la inhabilidad para acceder a programas de 
similar naturaleza. 

- Readjudique las unidades agrícolas familiares recuperadas o voluntariamente 
entregadas por los beneficiarios que sean objeto de reubicación, a favor de 
campesinos que tengan la condición de desplazados por causa de la violencia. 

- Adelante con inmediatez un programa de clarificación de la propiedad sobre 
aquellos predios colindantes con las ciénagas, lagos, lagunas y zonas de reserva 
forestal, para definir los linderos entre los predios que son propiedad de la nación 
y aquellos de propiedad de los particulares. 

- Recupere el espacio público aledaño o extraído de los cuerpos de agua que han 
sido desecados. 

- Diseñe y ponga en ejecución un programa de saneamiento de cartera de tierras, 
que permita extender los beneficios previstos en la Ley 982 de 2003 a los 
anteriores beneficiarios de subsidio de tierras de que trata la Ley 160 de 1994. 
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- Defina la titulación del predio Usaquén, localizado en el municipio de Montería, 
adquirido para la reubicación de población desplazada por causa de la violencia y 
que se encuentra en manos de invasores. 

- Haga un inventario de tierras abandonadas en el departamento. 

- En conjunto con la Dirección Nacional de Estupefacientes, dé a conocer una 
relación que contenga las áreas de las tierras incautadas a los grupos armados 
ilegales y sectores del narcotráfico en el departamento y su condición legal 
actual. 


Segundo. REITERAR al Incoder que determine el plazo y haga el deslinde y 
amojonamiento de todas las ciénagas del medio y bajo Sinú. 


Tercero. INSTAR al Ministerio del Interior y de Justicia a que, en coordinación 
con la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, 
ponga en ejecución de manera inmediata el programa de protección de líderes 
campesinos, a efectos de garantizar su seguridad y atención socioeconómica, 
que comprenda la reubicación y el desarrollo de proyectos productivos 
sostenibles. 


Cuarto. APREMIAR a la administración departamental para que lidere la Mesa 
Regional de Tierras, con el fin de avanzar en el restablecimiento de derechos y la 
reparación integral de las víctimas de la violencia, y ayudar a orientar oO 
reorientar la acción gubernamental en torno al tema de la protección de los 
bienes patrimoniales de la población desplazada, en especial la tierra. 


Quinto. SOLICITAR a la administración departamental, a las administraciones 
municipales, a la Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios, a 
la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional y al 
INCODER, que cumplan con el mandato de la Corte Constitucional en su Auto 218 
de 2006, respecto de la protección de las tierras y el patrimonio de las personas 
que se encuentran en situación de desplazamiento. 


Sexto. APREMIAR a la Unidad Territorial de la Agencia Presidencial para la 
Acción Social a que continúe con las labores de coordinación con las alcaldías y la 
Gobernación de Córdoba en la formulación y ejecución de un plan de 
contingencia, con enfoque diferencial, que permita atender afectivamente las 
necesidades humanitarias de la población que ha sido desplazada o está en riesgo 
de serlo. Así mismo, a que adelante las acciones que sean necesarias para 
garantizar la restitución de sus derechos como víctimas de la violencia y que les 
permita retornar a sus tierras en condiciones de seguridad. 


Séptimo. EXHORTAR al Ministerio del Interior y de Justicia, en coordinación con 
las demás autoridades del orden nacional, regional y local, a que hagan 
seguimiento al cumplimiento del Convenio 169 de la OIT- Ley 21 de 1991, 
artículo 14 —-reconocimiento del derecho de propiedad y posesión sobre las tierras 
que tradicionalmente ocupan- ; al artículo 16 -en caso de no retorno, la 
reubicación debe hacerse en tierras cuya calidad y estatuto jurídico sean por lo 
menos iguales a las que abandonaron- ; y al artículo 17 -respetar las 
modalidades de transmisión de derechos sobre la tierra-. 


Octavo. SOLICITAR al Ministerio del Interior y de Justicia, que propicie o 
fortalezca los espacios para impulsar el respeto de las características de 
propiedad colectiva inalienable y la autonomía de la comunidad para desarrollar 
cultura, economía y planes de vida de acuerdo con su cosmovisión, como 
aplicación del Convenio 169 de la OIT, “Ley 21 de 19991”. 
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Noveno. EXHORTAR a la Agencia Presidencial para la Acción Social y a la 
Unidad Territorial de Córdoba al cumplimiento de sus funciones como entidades 
coordinadoras del SNAIPD, al fortalecimiento operativo de los Comités 
Territoriales de Atención Integral a la Población Desplazada en los municipios 
receptores del departamento, mediante el impulso y la construcción de una 
agenda regional que permita avanzar en el restablecimiento y restitución de los 
derechos de la población retornada a los Montes de María, vinculando para ello 
los entes territoriales. 


Décimo. SOLICITAR a la Agencia Presidencial para la Acción Social, a los 
comités municipales y al departamental la atención integral a la población 
desplazada por la violencia, que fortalezcan los programas de difusión del 
contenido de los derechos y de las rutas de protección que operan, tanto como 
instrumentos disuasivos del despojo como herramientas para la reclamación de 
los derechos por parte de la comunidad y de las personas afectadas así como la 
prevención del desplazamiento y del despojo. 


Undécimo. EXHORTAR a los miembros del comité departamental de atención 
a la población desplazada a que diseñen un plan para la revisión de los 
retornos existentes en el departamento, garantizando la participación efectiva de 
la población desplazada e incorporándolo a los Planes Integrales Unicos (PIU) en 
un término no mayor de seis meses, de modo que se atiendan no sólo los 
lineamientos del Decreto 250 de 2005 y la Sentencia T-025, sino también sus 
autos complementarios. 


Duodécimo. SOLICITAR a la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior, a la 
Agencia Presidencial para la Acción Social, al INCODER y a las alcaldías 
municipales del departamento, que cumplan las órdenes consignadas en el 
Decreto 250 de 2005 en cuanto a la operación de los mecanismos comunitarios, 
jurídicos e institucionales para la protección de los territorios étnicos. Para ello, es 
imprescindible verificar y apoyar la situación legal, de seguridad jurídica y de 
ordenamiento y manejo del territorio colectivo y resguardos, con la finalidad de 
que operen las medidas para la mitigación del riesgo y la vulnerabilidad 
territorial. 


Décimo tercero. REITERAR a la Policía Nacional la necesidad de hacer un 
acompañamiento continuo a las gestiones de los diferentes entes territoriales, 
con el fin de evitar las intervenciones y recuperar efectivamente el dominio 
público sobre las áreas de terreno de los cuerpos de agua que fueren desecados y 
apropiados por particulares. 


Décimo cuarto. EXIGIR al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial que, dentro del seguimiento del Plan de Manejo Ambiental de la mina 
de Cerromatoso, haga una valoración comparativa (antes del proyecto) de: ¡.) el 
estado actual de los recursos naturales del área de influencia de la mina y ii.) la 
medición de los alcances que han tenido las diferentes acciones adelantadas por 
la empresa para mejorar la calidad de vida de los habitantes de su área de 
influencia. 


Décimo quinto. INSTAR a la Corporación Autónoma Regional de los Valles del 
Sinú y San Jorge (CVS) a que haga una valoración de los impactos que están 
causando la explotación ilegal de oro en el alto San Jorge, la extracción de 
maderas de la zona de Paramillo y la explotación y transporte de carbón en el 
departamento. 
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Décimo sexto. URGIR a todas las entidades señaladas en los autos de la Corte 
Constitucional a cumplir, en el menor tiempo posible, las obligaciones allí 
impuestas para proteger los grupos más vulnerables. 


Décimo séptimo. INSTAR a la Agencia Presidencial para la Acción Social, en 
coordinación con las demás entidades a las cuales el tema les compete, a que 
evalúen y analicen las situaciones de riesgo que actualmente se vienen 
presentando en el departamento de Córdoba con las víctimas que están haciendo 
sus reclamaciones sobre bienes en los procesos de Justicia y Paz. 


Décimo octavo. REITERAR a los alcaldes, personeros y concejales de los 
municipios de la cuenca del río Sinú para que, en forma inmediata, den 
cumplimiento a la sentencia T - 194/99 de la Corte Constitucional en cuanto a 
recuperar el dominio público y evitar las intervenciones de terceros sobre los 
cuerpos de agua del medio y bajo Sinú, que afectan su dinámica natural. 


Décimo noveno. SOLICITAR a la Procuraduría General de la Nación que 
adelante las investigaciones de su competencia en relación con acciones u 
omisiones en que pudieran incurrir los servidores públicos responsables de la 
atención a la población en situación de desplazamiento del departamento de 
Córdoba. 


Vigésimo. URGIR al INCODER, a la alcaldía de Tierralta, a la administración 
departamental de Córdoba, al Ministerio de la Protección Social, al Ministerio del 
Interior y de Justicia, al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y 
Acción Social, a que de manera urgente atiendan de forma integral el problema 
de invasión que se está presentando en predios de la empresa Urrá S.A. en el 
municipio de Tierralta. 


Vigésimo primero. SOLICITAR al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
que en el proceso de elaboración y formulación de la nueva Ley Agraria o de 
tierras, promueva y facilite la participación de las comunidades del departamento 
de Córdoba. 


Vigésimo segundo. EXHORTAR al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
al Incoder, a la Comisión Nacional de Restitución y Reparación, con la 
participación de representantes de las comunidades más vulnerables del 
departamento de Córdoba y con el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo, 
que articulen en una mesa las acciones tendientes a garantizar, proteger y 
restituir la tierra a las poblaciones que carecen de ella o presentan algún tipo de 
amenaza para acceder a ella. 


mH. EN RELACIÓN CON LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 


Primero. SOLICITAR a la Regional de Córdoba, a las delegadas para los 
Derechos Colectivos y el Ambiente y de Población en Riesgo y la Oficina de 
Atención a la Población Desplazada de la Defensoría del Pueblo, el seguimiento de 
las recomendaciones de la presente resolución. 


Segundo. SOLICITAR a dicha regional que, en asocio con las personerías 
locales, adelante acciones de promoción y divulgación de los derechos 
relacionados en esta resolución. 


11. SOBRE LA DIFUSIÓN Y LA DIVULGACIÓN DE LA PRESENTE 
RESOLUCIÓN 
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Primero. OFICIAR a todas las entidades públicas y privadas citadas en esta 
resolución sobre la posibilidad de consultarla en el sitio electrónico de la 
Defensoría del Pueblo. 


Segundo. INCLUIR la presente resolución defensorial, así como los resultados 
de su cumplimiento, en el informe anual que habrá de presentar el Defensor del 
Pueblo al Congreso de la República, conforme a lo establecido en el ordinal 7% del 
artículo 99 de la Ley 24 de 1992. 


Comuníquese, 


GLORIA ELSA RAMÍREZ VANEGAS 
Secretaria General con Asignación de Funciones 
de Defensor del Pueblo 
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ANEXOS 
1. Casos donde se ve amenazado el acceso y la tenencia de la tierra 


A continuación se relacionan algunos de los casos de amenaza y vulneración del 
derecho al acceso y tenencia de la tierra en el departamento, conocidos por la 
Defensoría del Pueblo: 


Finca Costa de Oro. Está situada en el municipio de Tierralta, frente a la finca Las 
Tangas, propiedad de los Castaño. Resultó invadida en 1984 por campesinos de 
la región, pero fueron desalojados en el año de 1989 por las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) al mando de los Castaño, quienes les 
quemaron sus viviendas, supuestamente porque esas tierras constituían un 
corredor de la guerrilla presente en la región y querían bloquear el tránsito por 
ese sector, dejando asentados nuevos ocupantes. Posteriormente apareció 
Salvatore Mancuso, se apoderó de la finca, desalojó a su vez a las familias 
asentadas por los Castaño y extendió su influencia a los municipios de Montería 
y Tierralta. Dentro del proceso de desmovilización de las AUC, esta finca fue 
entregada para beneficiar a 87 familias de la región que habían sido víctimas del 
desplazamiento forzado; sin embargo, hoy en día son acosados por los miembros 
integrantes de las bandas emergentes que operan en la región ("Rastrojos” y 
“Paisas”), lo que podría significar un nuevo desplazamiento. Este hecho ameritó 
que la Defensoría del Pueblo, Regional Córdoba, adelantara las acciones 
defensoriales consistentes en solicitar y obtener la presencia de la fuerza pública 
en el sector para garantizar la permanencia de los campesinos en la misma. 
Aproximadamente, 37 familias se han organizado en torno a las pretensiones de 
indemnización y restitución de sus bienes, al quedarse por fuera de las 
adjudicaciones hechas a otros grupos de su misma comunidad. 


Finca Martinica. Localizada en el municipio de Montería, está constituida por una 
ciénaga que ha sido objeto de desecación natural e invadida por campesinos, sin 
que exista legalización por parte del Incora o Incoder, por su mismo carácter de 
bien de uso público. En el año de 1991 apareció Salvatore Mancuso, desalojó a 
los campesinos y quemó sus viviendas. Luego, hizo presencia la Fundación para 
la Paz de Córdoba (Funpazcor) que, al parecer, era una organización de los 
paramilitares de la zona, y asentó campesinos de sus simpatías, quienes han 
venido vendiendo posesión y mejoras, sin título legal alguno, simplemente 
mediante contratos privados, por tratarse de baldíos nacionales. 


Finca El Tronco. Localizada en el municipio de Tierralta, fue titulada por el Incora 
a 57 familias que fueron despojadas por Salvatore Mancuso mediante ventas bajo 
presión o amenaza. Durante la desmovilización de las AUC fue entregada a la 
Fiscalía para su posterior devolución a las familias que inicialmente fueron 
titulares del derecho de dominio; pero, en la actualidad, son víctimas de nuevas 
amenazas por parte de los grupos emergentes, lo que ha significado gestión de la 
Defensoría del Pueblo para brindarles protección mediante la instalación de un 
batallón del ejército; no obstante, las familias no se sienten seguras y optan por 
dormir en el pueblo y sólo retornan durante el día a trabajar en el predio. 


Finca El Levante. Al parecer, fue adquirida y adjudicada a campesinos por parte 
de la Fundación para la Paz de Córdoba (FUNPAZCOR), pero han venido siendo 
objeto de desplazamiento paulatino, sin que tengan títulos de propiedad. 


Finca Las Nubes. Localizada en el corregimiento de Batatas, municipio de 
Tierralta, fue adquirida por Don Berna mediante compras forzosas y hoy en día se 
encuentra ocupada por supuestos testaferros y en proceso de extinción del 
derecho de dominio. 
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Finca Nuevo Horizonte, en Montería. Fue una parcelación del Incora que quedó en 
manos de las AUC por compras bajo presión y que posteriormente la Fundación 
para la Paz de Córdoba (FUNPAZCOR) redistribuyó a supuestos testaferros. Sin 
embargo, se dice que se han efectuado ventas sobre gran cantidad de parcelas, 
y el predio se encuentra en la actualidad en manos de testaferros, invasores y 
campesinos que denuncian amenazas. 


Finca Las Nubes. Localizada en inmediaciones de los municipios de San Juan de 
Urabá y Turbo, corresponde a la jurisdicción del municipio de Arboletes. Los 
parceleros fueron expulsados por el paramilitar conocido como 'Monoleche”, quien 
compró la finca muy barata, pero actualmente está a nombre de un familiar suyo. 
Los anteriores propietarios solicitan indemnización, restitución o reubicación; 
para ello, el Incoder está atendiendo estos casos en el predio Villa Madeira, 
donde Acción Social adelanta igualmente un programa de vivienda de interés 
social. 


Vereda San Felipe de Cadillo. Se conoce la situación que viven 47 familias 
repatriadas de Venezuela desde el año 1996, que fueron asentadas en el predio 
Buenos Aires de Tierralta, donde el Incora les dio un subsidio del 70% del valor 
de la tierra, sin que los hubiera apoyado con un proyecto productivo, ni vivienda 
y hoy en día soportan procesos ejecutivos por el 30% del valor de las tierras, 
adelantados por entidades financieras como la Central de Inversiones SA (CISA). 
El Incoder negoció con esta entidad la cartera de tierras, pero, por esta razón, las 
mencionadas familias se convertirán próximamente en nuevos desplazados. 


Indicaron que igual situación se presenta con las familias asentadas en los 
predios Duda Los Llantos (120 familias), El Tomate (20 familias) y Nuevo 
Horizonte, donde estas recibieron subsidio por parte del Incora del 70% del valor 
de la tierra y la Central de Inversiones SA (CISA) les está adelantando el 
correspondiente cobro jurídico sobre el restante 30%, que no han podido pagar 
por falta de un proyecto productivo que les hubiera proporcionado los recursos 
económicos para cumplir con el compromiso financiero asumido al momento de 
comprar la tierra. En el caso del predio Valle Encantado, sector del Tomate, se 
trata de mujeres viudas desplazadas de Urabá y Tierralta. 


Cinco asociaciones de víctimas que reclaman tierras son atendidas por la 
Defensoría del Pueblo: 

. Nuevo Horizonte, Las Palomas, Montería. 

. Valle Encantado, Las Palomas, Montería. 

. Costa de Oro. 

. Ciénaga Redonda de Martinica. 

. Desplazados de La Mesa, Arboletes. 


UU BUN re 


Las tierras de Nuevo Horizonte y Valle Encantado del corregimiento de Las 
Palomas fueron adjudicaciones colectivas a 110 familias, que vienen gestionando 
la individualización de sus títulos y la condonación del 30% que adeudan de su 
propiedad. 


En Valle Encantado, corregimiento de Las Palomas, es necesario esclarecer la 
situación legal de los predios; en Nuevo Horizonte, corregimiento de Las Palomas, 
es preciso determinar la situación de la deuda con la Caja Agraria. El predio se 
denomina La Duda de los Llantos, adquirido con la escritura No. 52 de 15 de 
enero de 1998, de la Notaría Tercera de Montería, y comprende 968 ha y 5.238 
metros. Comprado por los desplazados por la violencia, con hipoteca abierta en 
primer grado de cuantía indeterminada a favor de la Caja Agraria. El valor total 
de compra fue de $2.600.000.000, el 70% ($1.820.000.000), pagado en bonos 
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agrarios de deuda pública, fue el subsidio entregado por el Incora, para un total 
de $16.396.396 a cada una de las 110 familias. Los beneficiarios argumentan que 
el valor pagado por hectárea fue muy alto en relación con el costo real para la 
época. De los 110 beneficiarios, se ubicaron finalmente 75 familias bajo la 
modalidad de escritura colectiva y proindiviso. Posteriormente, el INCODER 
reubicó a otras 11 familias que habían sido preseleccionadas como beneficiarias 
del predio Usaquén. 


La acción de la Defensoría pretende la titulación individual, pero ha sido lenta la 
respuesta de las entidades competentes. El predio está aún a nombre del 
vendedor y actualmente tiene una deuda de $130 millones en impuestos. Se 
solicitó adelantar censo para determinar la posesión real y actualizada e, 
igualmente, la posibilidad de condonar la deuda de impuestos. 


De acuerdo con el trabajo realizado por la Defensoría del Pueblo, actualmente en 
estos predios se presentan las siguientes condiciones: 

. Presiones de particulares con intereses en la zona. 

. Ocupantes ilegales no denunciados. 

e Conflictos internos. 

. Presencia de grupos armados ilegales y 'postes” (informantes). 


Cinco de los líderes son mujeres, dos con medidas de protección (Nohora Villegas 
y María Zabala). Por la situación observada, la Defensoría suspendió 
temporalmente las reuniones con la comunidad y las acciones que venía 
adelantando, para evitar mayores riesgos a la población. 


La comunidad, a pesar de estar dentro del Proceso de Justicia y Paz, dice no 
haber visto avances significativos en la vía de restitución de sus derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación integral. 


Vereda Alto Colón. Dicen ocupar tierras situadas en el parque nacional natural del 
Paramillo y que por esta circunstancia no pueden acceder a los programas de 
titulación de baldíos ni sembrar cultivos de tardío rendimiento, y que esta zona se 
encuentra sembrada de minas antipersona, sin que se sepa la ubicación para 
proceder al desminado. Con la construcción de la represa de Urrá, el transporte 
se encareció y no pueden sacar las cosechas. 


Se hicieron igualmente denuncias sobre la situación presentada en los siguientes 
corregimientos y veredas: Predio Montecarlo, ubicado en la serranía de Abibe, 
vereda El Brillante, en 1995 fueron asesinados tres sobrinos del propietario del 
predio, quien recibió una oferta y se vio obligado a vender; por denunciar el 
hecho, fue asesinada otra persona. Por ello, 25 familias se desplazaron a San 
Pedro de Urabá. Se dice que fueron los Castaño quienes hicieron esto. Región del 
Manso. El 17 de junio de 1998 se desplazaron 2.800 personas, muchas de ellas 
tenían documento de compraventa y habían llegado antes de la conformación del 
parque Paramillo. Actualmente han retornado muchos de ellos y llegaron otros 
más desplazados por la guerrilla y la *'Casa Castaño”; hay coca y guerrilla y eso 
genera alto riesgo. Corregimiento de La Florida (PNN Paramillo). En 1998 hubo 
una Masacre de ocho personas y por ello salieron 217 familias que no retornaron. 
Se plantea que los predios abandonados están en posesión de la guerrilla, que los 
tiene sembrados con coca que vende a los '*Rastrojos”, los 'Paisas”, las *'Aguilas 
Negras” y los 'Urabeños'. Nadie ha sido indemnizado y se trataba de poseedores 
de más de 20 años. Simón, Palestina y La Gloria (PNN Paramillo). 64 familias 
fueron desplazadas por las FARC en el 2001. No hubo retorno. Eran poseedoras 
desde tiempo atrás. En estos predios hay coca sembrada en la actualidad y al 
parecer es propiedad de las FARC. Corregimiento Calleja, vereda Guajirita. Finca 
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El Tesoro. En menos de 10 horas, sus propietarios se vieron obligados a “vender” 
(regalar). Igual sucedió con dos fincas más. Estos predios han sido entregados 
para reparación y ellos no habían solicitado protección de bienes. Murmullo Medio 
(Corregimiento Batata). La gente ha sido desplazada dos veces y no pudo 
regresar, se encuentran en Tierralta. Las tierras están abandonadas. Región de 
Saiza (PNN Paramillo). Los campesinos desplazados han retornado, pero están en 
riesgo. Río Verde. Hay cuatro comunidades desplazadas de Paramillo. Las tierras 
quedaron ahí. No hay coca pero es un corredor por donde pasa todo. El programa 
RESA de Acción Social ha ayudado, pero las fumigaciones acaban con los cultivos. 
Se ponen denuncias, pero estas no prosperan porque no hay títulos de tierras. 
Tierradentro. Hay coca y han fumigado varias veces. A los beneficiarios de 
Familias en Acción les cuesta mucho llegar al casco urbano de Montelíbano. 32 
familias recibieron dos predios en el 2006, pero aún no tienen los títulos. Pica 
Pica. No hay coca. Es un corredor de todos los actores y hay disputa por él. Los 
pobladores se encuentran amenazados. El Palmar, Alto San Jorge. Las tierras 
abandonadas no son ocupadas. La gente sale por miedo a la situación que 
generan los diferentes actores en la región. 


Las comunidades asentadas aguas arriba de la represa de Urrá y Crucito están 
afectadas por los controles a la movilidad de los insumos que realiza la Fuerza de 
Tarea Conjunta Nudo de Paramillo. 


Informaron, de igual manera, que en el año de 2002 el Incora compró a José 
María Liscano Rodríguez el predio Santa Helena, localizado en el corregimiento de 
La Rica, jurisdicción del municipio de Puerto Libertador, donde asentaron a 100 
familias campesinas, que al poco tiempo vendieron al señor Ramón, ex alcalde 
del mismo municipio, sin dar mayores detalles sobre la forma como se llevaron a 
cabo las negociaciones. 


De otra parte, en lo que respecta al predio El Quindío, localizado en el municipio 
de Montería, con área de 510 ha, que fue adquirido por 61 familias con subsidio 
del 70% otorgado por el Incora en el año de 1998, según se deduce de la 
Escritura Pública No 392 del 26 de marzo de la Notaría Tercera de Montería, ha 
tenido varios inconvenientes, entre los cuales se resaltan los siguientes: 

1. Falta en el predio la presencia de la totalidad de los beneficiarios del subsidio; 
sólo hubo inicialmente 46 familias y las restantes 15 nunca ejercieron actos de 
señor y dueño. 

2. Ocupación indebida (invasión) por parte de terceras personas, al parecer 
auspiciada por grupos paramilitares, sobre un área de 61 hectáreas que la 
comunidad había dejado como reserva forestal, aduciendo los invasores que 
reclamaban el área correspondiente a los 15 cupos vacantes. 

3. Asesinato del líder Jhon Jairo Martínez, hace cuatro meses, sin que la familia 
haya recibido ayuda alguna por parte del Gobierno. 

4. Indivisión de la propiedad, lo cual ha dificultado la obtención de recursos 
financieros para el desarrollo de proyectos productivos por parte de las familias 
allí presentes. Manifestaron los voceros de la comunidad que habían solicitado al 
Incoder ayuda para parcelar técnicamente el predio, pero no obtuvieron 
respuesta y, por ello, decidieron parcelarlo de hecho entre los presentes (46 
familias), dejando libres las 61 hectáreas que fueron objeto de invasión. El 
Incoder, a su vez, solicito el amparo posesorio y obtuvo el desalojo de los 
ocupantes, dejando bajo la custodia de un tercero la parte del predio objeto de 
ocupación. 

5. Cobro jurídico por parte de la Central de Inversiones SA (CISA) sobre el 30% 
del valor de la compra del inmueble, que fue financiado por la Caja de Crédito 
Agrario Industrial y Minero. 

6. Cobro por parte del municipio de Montería del impuesto generado por la 
plusvalía derivada de la valorización del inmueble. 
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7. 15 embargos por jurisdicción coactiva adelantados por parte del Incoder. 


De igual manera, se denunció que la señora Clara Rosa Paternina ha venido 
comprando parcelas a la población desplazada a precios irrisorios, sin que se le 
ponga límite a este acaparamiento de tierras y sin saber si las ventas se hacen 
bajo presión. Indicaron los voceros que los programas de reforma agraria no se 
han desarrollado en el municipio en forma debida, por cuanto han presentado 
proyectos productivos integrales que han sido devueltos por contener algunas 
inconsistencias y sólo se les da un día para corregirlas o subsanarlas, lo que 
resulta imposible, ya que la comunidad campesina no cuenta con asesores en la 
materia y el Incoder no presta asesoría sobre este particular. Por la tanto, la 
comunidad queda en estado de incertidumbre por no poder acceder a los 
programas que publicita el Gobierno nacional a través de convocatorias. 


De otra parte, se indicó que el resguardo Quebrada Cañaveral ha sido víctima del 
desplazamiento desde el año de 1999 por parte de las Autodefensas Campesinas 
de Córdoba y que en el año 2001 asesinaron a varios dirigentes indígenas, lo 
mismo que a dos jóvenes de la comunidad. Igualmente, el resguardo está 
afectado por la explotación de minerales como el hierro, el níquel y el carbón. Sin 
contar con la correspondiente consulta previa, han sido sembradas minas 
antipersona y la fumigación de su territorio ha significado la devastación de los 
recursos naturales que constituyen su fuente de vida; por ello, muchos miembros 
de la comunidad han fallecido, bien como víctimas de las minas o por el hambre, 
dada la imposibilidad de cazar o pescar. 


Los indígenas embera katio del Alto Sinú denuncian que han sido afectados 
drásticamente por la construcción de la hidroeléctrica de Urrá y las obligaciones y 
compromisos de la empresa no son cumplidos cabalmente. Su territorio está muy 
afectado por la siembra de minas antipersona. 


Sobre los municipios de Montelíbano, Ayapel y San José de Uré se resaltan los 
siguientes problemas de tierras: 


Montelíbano tiene registradas a 350 familias desplazadas, 500 campesinos 
tradicionales, que aspiran a un subsidio para compra de tierra y desarrollo de 
proyecto productivo, lo cual resulta difícil por la falta de información sobre la 
formulación de proyectos productivos, ya que los asesores en esta materia les 
cobran hasta el 20% del valor del proyecto productivo integral. 


En cuanto al municipio de Ayapel, se informó que el predio Las Catas fue 
entregado en forma provisional por la Dirección Nacional de Estupefacientes, en 
el cual se asentaron 320 familias campesinas desplazadas, pero se encuentran 
dentro de él varios desmovilizados que causan mucha preocupación. En el mismo 
predio se adelanta un programa de vivienda de interés social, en el que han 
resultado favorecidas personas que no tienen la condición de desplazados, pero 
que son amigas o simpatizantes de la administración. 


Al parecer, las fincas compradas por el Incora e Incoder se hallan localizadas 
demasiado lejos del casco urbano de Ayapel, sin vías de comunicación, lo cual 
dificulta su explotación; además, no cuentan con recursos económicos para el 
desarrollo de proyectos productivos. Adicionalmente, el municipio tiene 
registradas 700 familias desplazadas que requieren de tierras y recursos para su 
explotación. Se denuncia la desviación de recursos por parte de las autoridades 
municipales, quienes amenazan ante cualquier intento de denuncia que se quiera 
hacer; también habría presión de la policía a la población campesina para que 
erradique directamente la coca. 
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El corregimiento de El Anclaje, situado en el alto San Jorge, del municipio de 
Montelíbano, se caracteriza por ser el asentamiento de la comunidad indígena 
zenú y es considerado como un territorio ancestral que, igualmente, ha sido 
violado por la fuerza pública y los grupos ilegales presentes en la región, lo que 
genera desplazamientos tanto formales como informales; allí hacen presencia 
3.150 familias y 13.170 personas indígenas que se sienten afectadas por los 
megaproyectos como Cerromatoso, que no han tenido el asentimiento de las 
comunidades, pues fue violado el derecho a la consulta previa de que trata el 
Convenio 169 de la IOT. Por ello, la comunidad siempre se ha opuesto a su 
desarrollo. 


Es del caso resaltar que las compras y adjudicaciones de tierras mediante 
subsidio se han hecho en común y proindiviso, lo cual dificulta la debida 
explotación, ya que el Incoder no permite la división material, como ha ocurrido 
con el predio El Cairo, de 127 hectáreas. Las tierras abandonadas por muchos 
campesinos no se hallan protegidas por la Ley 387 de 1997, ni su Decreto 
Reglamentario 2007 de 2001, ya que no cuentan con títulos y no se recibe la 
solicitud de protección de los mismos. 


De igual manera, se llevó a cabo una reunión con 59 familias desplazadas de la 
vereda La Bonita, del municipio de Tierralta, que se encuentran albergadas en el 
casco urbano, con quienes, luego de la presentación de los miembros de la 
Comisión Humanitaria, se realizó un diálogo para conocer las razones del 
desplazamiento y las condiciones logísticas y humanitarias de alojamiento. 
Indicaron que ante la presencia y combates permanentes de la guerrilla con los 
grupos emergentes, y de estos entre sí, se vieron obligados en abandonar sus 
tierras y ganados para refugiarse en el casco urbano del municipio donde, a pesar 
de recibir de las autoridades algún apoyo, éste resulta insuficiente, pues las 
condiciones de higiene y hacinamiento ponen en peligro la salud de la población 
infantil allí congregada. 


Manifestaron su disposición de retornar a sus tierras, para lo cual están 
programando una comisión de verificación de la situación de seguridad en la 
zona, que les permita regresar cuanto antes, ya que dejaron ganados y cultivos 
abandonados que requieren de cuidados permanentes. De igual manera, dijeron 
que han recibido de las autoridades ofrecimientos de servicios públicos de salud, 
vivienda, educación y acueducto, lo mismo que asistencia técnica para cultivos y 
ganados, titulación de tierras (pues son ocupantes de terrenos baldíos de la 
nación) así como mejoramiento de las vías de comunicación. 


El predio Usaquén, localizado en la vereda Vijagual del municipio de Montería, 
con área de 264 hectáreas y 5.398 metros cuadrados, fue adquirido por el Incora 
en el año de 1999 para el asentamiento de 35 familias desplazadas, pero por 
extrañas circunstancias no ha sido entregado a quienes inicialmente fueron 
seleccionados por dicho instituto, y está ocupado por desmovilizados quienes, al 
parecer, lo invadieron desde el año 2000, sin que hasta la fecha se haya 
ejecutado la orden de desalojo proferida por la Alcaldía de Montería y el fallo del 
Juzgado 37 Administrativo de Bogotá. En protesta ante el Incoder, fueron 
reubicadas 16 familias en Valle Encantado y Nuevo Horizonte. Hoy en día, el 
predio hace parte de los bienes que conforman el Fondo Nacional Agrario, 
administrado por el Incoder. 


Los beneficiarios del predio Usaquén llevan más de 10 años gestionando ante 
distintas instituciones la legalización de sus respectivos predios y su adjudicación 
definitiva. Actualmente deben ¡un impuesto predial acumulado de 
aproximadamente siete millones de pesos, además del 30% adeudado por la 
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tierra. La mayoría de las 34 familias están acreditadas como víctimas en Justicia 
y Paz, pero no ha habido adelantos. 


Recientemente, a los beneficiarios de este predio se les entregó la finca Villa 
Linda, ubicada en el corregimiento de Palmira, municipio de Tierralta, que consta 
de 151 ha donde se reubicaron 22 familias. Las nueve restantes declinaron la 
oferta. 


Lorica. 

El tema de tierras en el bajo Sinú es parecido a lo ya relacionado de la zona alta, 
aunque con una dinámica diferente y durante largo tiempo. La Defensoría del 
Pueblo tiene conocimiento de algunos casos, como el de Las Arepas, en 
inmediaciones de la Ciénaga Grande. Como ha sido expuesto, la gran mayoría de 
parceleros no poseen títulos, pero han sido poseedores durante largos periodos 
de tiempo, y es claro que algunos grupos poblacionales fueron beneficiados por el 
Incora. A pesar de la resistencia de los campesinos, muchos de ellos fueron y son 
desplazados y obligados a entregar sus predios, incluso también obligados a 
vender. Debido a ello, los predios pasaron a manos de los actores armados 
ilegales y de terceras personas. La mayoría de ellos no se han recuperado y las 
personas que los perdieron no han sido indemnizadas. 


En el bajo Sinú ha sido constante la desecación de los cuerpos de agua para 
acceder a nuevas tierras, lo cual es la causa principal de los desastres de los 
últimos años en toda la cuenca. Grupos de comunidades se han instalado en esas 
zonas desecadas, algunas de ellas entregadas por el Incora, pero con el tiempo 
también han sido desplazadas o están en riesgo de serlo, y se conocen demandas 
de terceros para desalojar a los campesinos de estas tierras. 


Predio Santa Ruíz 

En inmediaciones de la ciénaga Grande de Lorica, donde se han venido 
construyendo camellones dentro de los cuerpos de agua, más de 12 kilómetros, 
para desecar esta parte de terreno. Se dice que la finca nace de un comodato de 
30 ha. y que ahora aparecen más de 3.000 ha. 


Caso del predio Las Arepas. 

En la cuenca baja del río Sinú algunas zonas que hacen parte de los cuerpos de 
agua, o de sus áreas de amortiguación, fueron entregadas a familias campesinas 
o pescadores y han sido objeto de reclamación por parte de “dueños” que 
aparecieron posteriormente. Tal es el caso del predio conocido como Las Arepas. 
En 1988, el Incora entregó en comodato a varias familias 110 Ha. que forman 
parte de la Ciénaga Grande, en el actual municipio de Cotorra, las cuales son 
objeto de reclamación dentro de un proceso de sucesión. En varias oportunidades 
se programó una diligencia de lanzamiento contra estas familias, las cuales se 
opusieron al desalojo con la ayuda de la Defensoría del Pueblo y de la 
Procuraduría General de la Nación. 


La Defensoría del Pueblo hizo un estudio de tradición de títulos y encontró que 
sólo 15 hectáreas podrían ser reclamadas por la sucesión. 


Predio de Sitio Nuevo. 

El comodato no fue renovado por Incoder, fue entregado a la Comisión Nacional 
de Reparación y Reconciliación - CNRR con todo y víctimas para la reparación. El 
abogado del proceso renunció, al parecer por amenazas del abogado de alias 
'Monoleche”. Se trata de 42 hectáreas al borde de la ciénaga. 


Caso Ciénaga Redonda de Martinica. 
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La Ciénaga Redonda de Martinica agrupa a 87 familias que fueron desplazadas y 
están inmersas en un complicado litigio con personas particulares de Montería. 
Los campesinos reclaman al Incoder la restitución de sus predios en el marco de 
la Ley 975/05, y solicitan adelantar el procedimiento administrativo de 
recuperación de baldíos y deslinde; además, piden a la CVS su concepto sobre el 
drenaje intensivo a que ha venido siendo sometido el humedal. 


Caso de La Mesa. 

La Mesa, corregimiento del municipio de Arboletes (Antioquia), es un caso que 
congrega a 32 familias que se encuentran desplazadas en Montería, a quienes se 
les viene acompañando jurídicamente y asistiendo en el proceso de reclamación y 
restitución de sus tierras, en el marco de la Ley 975/05. 


Caso de La Jagua. 

La Jagua congrega un colectivo de 310 campesinos, de los cuales 100 fueron 
desplazados; ellos reclaman reubicación, ya que estaban en un predio de paso. Al 
vencerse el plazo dado por el Incoder, dicen no estar en condiciones de participar 
en las convocatorias propuestas, porque consideran que ya están calificados ante 
el Ministerio de Agricultura con su derecho de parcelación como desplazados; 
desde hace 5 años vienen afrontando este proceso y no se les ha solucionado su 
situación. 


